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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Se observará en este informe, que se refiere a la normativa publicada en los meses de mayo a octubre de 2014, que han habido pocas novedades, si bien se observa que la actividad legislativa en materia de urbanismo está reactivándose. Son varias las comunidades autónomas que han dictado leyes nuevas en materia de urbanismo, ordenación del territorio y disciplina urbanística. Otras han introducido importantes modificaciones en las leyes vigentes. También han sido varias las comunidades autónomas que han aprobado sus respectivos Planes de Vivienda, si bien con escasas novedades respecto del plan estatal aprobado por R. D. 233/2013.

1. ESTADO

- Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones (BOE núm. 114, de 10 de mayo. Corrección de errores BOE núm. 120, de 15 de mayo).
Desarrolla la competencia exclusiva que, en materia de telecomunicaciones, tiene atribuida el Estado, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 149.1.21ª CE (DF 9ª). 

La Exposición de Motivos de la Ley dispone que, con el objeto de “garantizar el cumplimiento de los objetivos de la Agenda Digital para Europa, que requiere, …, asegurar un marco regulatorio claro y estable que fomente la inversión, proporcione seguridad jurídica y elimine las barreras que han dificultado el despliegue de redes, y un mayor grado de competencia en el mercado”, los principales objetivos que persigue son:

1. Recuperar la unidad de mercado en el sector de las telecomunicaciones, estableciendo procedimientos de coordinación y resolución de conflictos entre la legislación sectorial estatal y la legislación de las Administraciones competentes dictada en el ejercicio de sus competencias que pueda afectar al despliegue de redes y a la prestación de servicios.

2. Simplificar la actuación administrativa, eliminando licencias y autorizaciones o revisando las existentes.

3. Reducir las cargas administrativas, simplificando las obligaciones de información de los operadores, referida solamente a la que no se encuentre ya en poder de las Autoridades Nacionales de Reglamentación.

4. Reforzar el control del dominio público radioeléctrico y las potestades de inspección y sanción, facilitando la adopción de medidas cautelares y revisando la cuantía de las sanciones, como contrapunto a la reducción de las cargas y obligaciones impuestas a los operadores.

Conviene apuntar la Sentencia nº 72/2014, de 8 de mayo, del TC por la que se desestima el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña en relación con diversos preceptos de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, general de telecomunicaciones; sentencia ésta que también consta de un voto particular. Los artículos recurridos y declarados constitucionales son el 4.5 (servicios de telecomunicaciones para la defensa nacional y la protección civil), cuya redacción prácticamente coincide con el artículo 4.6 de la Ley 9/2014; arts. 25, apartados 1 y 2 -letras a), b) y c)-, (otras obligaciones de servicio público), que mantiene una redacción similar en el artículo 28 actual; art. 38 (derechos de los consumidores y usuarios finales), que viene a corresponderse con el artículo 46 de la ley 9/2014, si bien ha modificado su redacción en la línea del fundamento jurídico décimo de la STC. También se declaran constitucionales el artículo 40.5 (evaluación de la conformidad) y el artículo 41.3 (reconocimiento mutuo), cuyos textos son muy parecidos a los del art. 57.5 y 58.3, respectivamente, de la nueva ley. Por esta razón, la justificación del TC sobre servicio universal, vulneración del principio de autonomía local y vulneración de los derechos de los consumidores y usuarios habrá de tenerse en cuenta para interpretar el nuevo texto de la LGTel.

En lo que al contenido del presente informe se refiere, sólo examinaré el Capítulo II del Título III de la Ley relativo a “Derechos de los operadores y despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas”, por cuanto es el capítulo que afecta, en mayor medida, al ejercicio de las competencias municipales (arts. 29 y ss.)

En lo relativo a las limitaciones al derecho de propiedad, la ley regula el derecho de los operadores a la ocupación del dominio público, a ser beneficiarios en el procedimiento de expropiación forzosa y al establecimiento a su favor de servidumbres y de limitaciones a la propiedad., así como a la posibilidad de uso compartido de la propiedad pública y privada.

El derecho de los operadores a la ocupación del dominio público viene limitado al que sea necesario para el establecimiento de la red pública de comunicaciones electrónicas de que se trate, como ya establecía la Ley 32/2003 y prohibe otorgar la ocupación o el derecho de uso de dominio público mediante procedimientos de licitación.

El derecho de los operadores a la ocupación de la propiedad privada, solamente está previsto para los casos en que “resulte estrictamente necesario para la instalación de la red en la medida prevista en el proyecto técnico presentado y siempre que no existan otras alternativas técnica o económicamente viables”, y puede realizarse siguiendo el procedimiento de expropiación forzosa o bien mediante la imposición de servidumbres forzosas de paso para la instalación de las infraestructuras. En ambos casos, los operadores tendrán la condición de beneficiarios y, como tales, correrá a su cargo el abono del justiprecio de la expropiación o el precio de la imposición de servidumbre de paso.

Previamente a la aprobación del proyecto técnico correspondiente, es necesario recabar informe del órgano de la comunidad autónoma competente en materia de ordenación del territorio. También es necesario solicitar informe a los Ayuntamientos afectados sobre la compatibilidad del proyecto técnico con la ordenación urbanística vigente.

Asimismo, la Ley 9/2014 faculta para la imposición de cualesquiera otras limitaciones al derecho de propiedad. La D. A. 2ª de la ley admite que esas limitaciones puedan afectar a la altura máxima de los edificios, a la distancia mínima a la que podrán ubicarse industrias e instalaciones eléctricas de alta tensión y líneas férreas electrificadas y a la distancia mínima a la que podrán instalarse transmisores radioeléctricos.

Respecto a la ubicación compartida y uso compartido de la propiedad pública o privada, la ley distingue entre ubicación compartida voluntaria, que es la regla general, o impuesta. La voluntaria exige acuerdo entre los distintos operadores para determinar las condiciones de ubicación o uso compartido, siempre que se respete la normativa de defensa de la competencia, instando a las administraciones públicas a fomentar la celebración de esos acuerdos voluntarios entre operadores, sobre todo “en particular con vistas al despliegue de elementos de las redes rápidas y ultrarrápidas de comunicaciones electrónicas”.

La ubicación impuesta de manera obligatoria exige que los operadores tengan derecho a la ocupación de la propiedad pública o privada y que la decisión, previa audiencia a los operadores afectados, se motive con carácter general o para casos concretos. Solamente puede imponer la ubicación compartida de manera obligatoria el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, por real decreto. Cualquier otra administración pública distinta del ministerio puede instar al MIET el inicio del procedimiento anterior, siempre que existan razones de medio ambiente, salud pública, seguridad pública u ordenación urbana o territorial. 

En orden al despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas es donde se localizan las más destacadas innovaciones de la Ley 9/2014, en lo que al ámbito municipal se refiere. En concreto, generaliza el mecanismo de la declaración responsable en los casos en que haya sido aprobado previamente un plan de despliegue, eliminando cualquier tipo de autorización en caso mera actualización tecnológica, en aras de la simplificación administrativa. También se introducen mecanismos de cooperación y resolución de conflictos, así como una extensa referencia a la tramitación de los instrumentos de planeamiento territorial o urbanístico elaborados por las administraciones públicas competentes que puedan afectar al despliegue de redes. 

En primer lugar, la ley reconoce el deber de colaboración las administraciones públicas y la Administración del Estado, a través de los mecanismos legalmente previstos, con la finalidad de hacer efectivo el derecho de los operadores de ocupar la propiedad pública y privada para realizar el despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas. También reconoce el derecho de recíproca información, colaboración y cooperación mutuas en el ejercicio de actuaciones de regulación.

En segundo lugar, la ley impone determinadas prescripciones para la redacción de normativa que dicte cualquier administración pública y que afecte al despliegue de redes públicas de comunicaciones electrónicas. 

En tercer lugar, en orden a los requisitos técnicos para el despliegue, la ley impone a los operadores la obligación de usar las canalizaciones subterráneas o en el interior de las edificaciones que permitan ese despliegue y explotación de redes públicas de comunicaciones electrónicas, admitiendo los despliegues aéreos o por fachada sólo cuando no existan esas canalizaciones o no sea posible su uso por razones técnicas o económicas.

Así las cosas, nos referiremos a los distintos instrumentos urbanísticos y de control preventivo respecto de los cuales se han introducido importantes novedades. 

A) Plan de despliegue.

Esta figura resulta novedosa pues no estaba regulada en la Ley 32/2003, General de Telecomunicaciones, ahora derogada. Esta figura surgió fruto de la normativa dictada por los entes locales, vía ordenanzas municipales, y posteriormente recogida en alguna ley autonómica.

Incorpora una regulación breve y referida casi exclusivamente al procedimiento de aprobación y a los efectos jurídicos que aquélla produce. De la regulación prevista en el artículo 34.6 de la Ley 9/2014 resulta que:

· No es indispensable que exista un único plan de despliegue, sino que cada operador debe presentar el suyo. 

· El plan de despliegue debe contemplar todas las infraestructuras o estaciones. También preverá los casos de despliegues aéreos o por fachadas de cables y equipos.

· Su contenido deberá respetar las condiciones técnicas exigidas mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros.

· La aprobación le corresponde a la administración pública, entiendo que municipal, como competente para el otorgamiento de licencias o autorizaciones.

· La ley posibilita la aprobación del plan de despliegue por silencio administrativo positivo si, transcurridos 2 meses desde su presentación a trámite, la administración pública competente no ha dictado resolución expresa.

El efecto más importante de la aprobación del plan de despliegue es la no exigibilidad de licencia o autorización previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, siendo suficiente declaración responsable, en los casos de instalación de redes públicas de comunicaciones electrónicas o de estaciones radioeléctricas en dominio privado distintas de las referidas en la D. A. 3ª de la Ley 12/2012
.

Aunque la ley no lo dice expresamente nada impide a la entidad local denegar la aprobación de un plan de despliegue si las instalaciones previstas son incompatibles con el planeamiento urbanístico, la protección del patrimonio histórico cultural, la protección del paisaje urbano y otras cuestiones municipales. La duda que surge es si estos planes de despliegue pueden ser, sucesiva y reiteradamente modificados, para incorporar nuevas instalaciones no previstas en la redacción inicial.

B) Instrumentos de planeamiento.

A partir de la entrada en vigor de la Ley 9/2014, las redes públicas de comunicaciones electrónicas constituyen equipamiento de carácter básico y los instrumentos de planificación urbanística deben preverlas con el carácter de determinaciones estructurantes, con los efectos que ello supone en cuanto al procedimiento de modificación de los instrumentos de planeamiento. Su instalación y despliegue constituyen obras de interés general. 

El contenido mínimo de los instrumentos de planificación territorial o urbanística que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones es:

- incluir disposiciones necesarias para impulsar o facilitar el despliegue de estas infraestructuras en su ámbito territorial, con el fin de garantizar la libre competencia y la disponibilidad de una oferta suficiente.

- no es admisible la incorporación de restricciones absolutas o desproporcionadas al derecho de ocupación del dominio público y privado de los operadores ni la imposición de soluciones tecnológicas concretas, itinerarios o ubicaciones concretas en los que instalar infraestructuras de red de comunicaciones electrónicas. Las condiciones que impliquen limitaciones deberán estar plenamente justificadas e ir acompañadas de las alternativas necesarias para garantizar el derecho de ocupación de los operadores y su ejercicio en igualdad de condiciones.

- cumplir la normativa sectorial de telecomunicaciones. 

- no hay obligación de aportar la documentación o información de cualquier naturaleza que ya obre en poder de la Administración.

En lo relativo al procedimiento de tramitación de los instrumentos de planificación territorial o urbanística, la ley exige informe previo, preceptivo y vinculante del M.I.E.T. en todos los procedimientos de aprobación, modificación o revisión “de los instrumentos de planificación territorial o urbanística que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas”, bien entendido que la vinculación sólo lo es en el ámbito de sus competencias. La falta de emisión de informe en el plazo de los 3 meses, implica su consideración como favorable a los efectos de continuar la tramitación del instrumento de planeamiento. La falta de solicitud supone la imposibilidad de aprobación del “correspondiente instrumento de planificación territorial o urbanística en lo que se refiere al ejercicio de las competencias estatales en materia de telecomunicaciones”. Si solicitado es desfavorable, el órgano encargado de la tramitación del procedimiento de planeamiento puede presentar alegaciones en el plazo de un mes, que solamente pueden alegar razones de medio ambiente, salud pública, seguridad pública u ordenación urbana o territorial, en cuyo caso el ministerio tiene otro mes para contestar y, si, en este último supuesto, el informe sigue siendo desfavorable, impedirá la aprobación del instrumento de planeamiento.

El Consejo de Ministros podrá autorizar la ubicación o el itinerario concreto de una infraestructura de red de comunicaciones electrónicas con prevalencia sobre los instrumentos de planificación territorial o urbanística, en cuyo caso las CC.AA. y las CC.LL. deberán incorporar necesariamente en sus respectivos instrumentos de ordenación las rectificaciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllos.La D. T. 9ª obliga a la adaptación de la normativa y los instrumentos de planificación territorial o urbanística que afecten al despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la Ley. 

C) Proyectos de Urbanización.

Igualmente, los proyectos técnicos de urbanización deberán prever “la instalación de infraestructura de obra civil para facilitar el despliegue de las redes públicas de comunicaciones electrónicas”, con la novedad, respecto de la redacción del proyecto de ley, de que las infraestructuras que se instalen para facilitar ese despliegue “formarán parte del conjunto resultante de las obras de urbanización y pasarán a integrarse en el dominio público municipal”, que la administración pública titular de dicho dominio público pondrá a disposición de los operadores interesados en condiciones de igualdad, transparencia y no discriminación. 

D) Medios de control previo (Licencias y declaraciones responsables).

En materia de medios de intervención en la actividad privada las modificaciones de la Ley 9/2014 son sustanciales.

En primer lugar, se impone, como regla general, la declaración responsable (en adelante, DR) en lugar de la obtención de licencia o autorización previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, o de carácter medioambiental, ni otras licencias o aprobaciones de clase similar o análogas, si bien distingue dos supuestos distintos:

1.- La instalación de las estaciones o infraestructuras radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público, a las que se refiere la D. A. 3ª de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios que, como ya hemos dicho más arriba, son todas excepto aquellas que:

· ocupen una superficie superior a 300 m2, computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la estación o instalación o, tratándose de instalaciones de nueva construcción, 

· tengan impacto en espacios naturales protegidos, 

· tengan impacto en el patrimonio histórico artístico o en el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público.

Sobre este particular cabe discutir si en este ámbito, el de las telecomunicaciones, la superficie máxima es en todo caso 300 m2 (que es lo que indica la DA 3ª L. 12/2012) o de 750 m2, en una interpretación extensiva de esta disposición adicional, por cuanto aquélla no es sino plasmación de lo previsto en el artículo 2.1 del mismo texto legal y ya hemos dicho más arriba que ha sido sucesivamente modificado hasta alcanzar un umbral de superficie máxima de 750 m2.

2.- Las distintas de las anteriores, siempre que el operador haya presentado a la administración pública competente y ésta haya aprobado un plan de despliegue o instalación de red de comunicaciones electrónicas, en el que se contemplen dichas infraestructuras o estaciones.

En estos casos, y en la línea de lo dispuesto en la legislación de procedimiento administrativo común, la DR contendrá una manifestación explícita del cumplimiento de los requisitos exigibles por la normativa vigente, incluido, en su caso, estar en posesión de la documentación que así lo acredite. 

En cuanto a los efectos de la DR, su sola presentación habilita para ejecutar la instalación a partir del momento de la presentación, si bien no prejuzga la situación y efectivo acomodo de las condiciones de la infraestructura o estación radioeléctrica a la normativa aplicable, ni limita el ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, inspección, sanción, y, en general, de control que a la administración en cualquier orden, estatal, autonómico o local, le estén atribuidas por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una DR, o la no presentación de la misma “determinará la imposibilidad de explotar la instalación y, en su caso, la obligación de retirarla desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar”.

En lo relativo al régimen transitorio de las autorizaciones o licencias, la D. T. 7ª de la LGTel. dispone que los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la ley, y que tengan por finalidad la obtención de las licencias o autorizaciones de obra, instalaciones, de funcionamiento o de actividad, o de carácter medioambiental u otras de clase similar o análogas que fuesen precisas con arreglo a la normativa anterior, se tramitarán y resolverán por la normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud, salvo que el interesado, antes de la resolución, desista de su solicitud y opte por la aplicación de la nueva normativa en lo que ésta resulte de aplicación.

Además, la D. T. 12ª prevé que las estaciones o infraestructuras radioeléctricas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público para cuya instalación se hubiera presentado solicitud de licencia o autorización previa de instalaciones, de funcionamiento, de actividad, de carácter medioambiental u otras de clase similar o análogas a las que se refiere el artículo 34.6, podrán continuar instaladas y en funcionamiento, sin perjuicio del ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, inspección, sanción y, en general, de control, que tengan atribuidas las administraciones públicas. También faculta para desistir de las solicitudes en curso y optar por presentar declaraciones responsables o, en su caso, comunicaciones previas de cambio de titularidad en los términos previstos en la legislación.

Cuando se trate de actuaciones de innovación tecnológica o adaptación técnica que supongan la incorporación de nuevo equipamiento o la realización de emisiones radioeléctricas en nuevas bandas de frecuencias o con otras tecnologías, sin variar los elementos de obra civil y mástil, no será necesaria ningún tipo de concesión, autorización o licencia nueva o modificación de existente o declaración responsable o comunicación previa.

Finalmente, la D. F. 3ª de la Ley 9/2014 introduce una nueva D.A. 8ª
 en la Ley de Ordenación de la Edificación, que exime al promotor de obtener licencia de obras, edificación u otro tipo de autorización a estas instalaciones, sin perjuicio de la obligación de presentar declaración responsable y, una vez ejecutadas las obras, una comunicación de finalización de las mismas.

También regula las Infraestructuras comunes y redes de comunicaciones electrónicas en los edificios, dedicándole el Capítulo IV del Título III. 

E) Resoluciones municipales cautelares, paralizadoras o desestimatorias.

Si bien su redacción fue matizada en el trámite parlamentario
, desde la entrada en vigor de la Ley 9/2014, está previsto que la tramitación por la administración pública competente de “una medida cautelar que impida o paralice o de una resolución que deniegue la instalación de la infraestructura de red que cumpla los parámetros y requerimientos técnicos esenciales para garantizar el funcionamiento de las distintas redes y servicios de comunicaciones electrónicas”, exige previo informe preceptivo del MIET. 

Este informe es exigible en el caso de medidas cautelares que impidan o paralicen la instalación de una infraestructura de red, lo cual afectará ineludiblemente al procedimiento de restablecimiento de la legalidad urbanística a que aboca la Ley 3/2009, de urbanismo de Aragón, cuando se implantan antenas de telefonía móvil sin la correspondiente licencia o declaración responsable.

Para el caso de una resolución que deniegue la instalación, se recuerda que las licencias urbanísticas son materia reglada y, siempre que la documentación exigible cumpla la normativa de aplicación, la administración está en la obligación de conceder la licencia o cualquier otro medio de intervención.

En ambos casos, el requisito que debe cumplir la instalación es que “cumpla los parámetros y requerimientos técnicos esenciales para garantizar el funcionamiento de las distintas redes y servicios de comunicaciones electrónicas”. Por esta razón, entendemos que será difícil que estos supuestos se den en la práctica.

El informe del Ministerio deberá emitirse en el plazo máximo de un mes desde la notificación. Lo más llamativo de esta regulación es que previamente debe buscarse una solución negociada con los órganos encargados de la tramitación del citado acto administrativo, lo cual, a mi juicio, no supone otra cosa que una dilación injustificada del procedimiento administrativo. La no solicitud del informe o si éste es desfavorable conlleva la imposibilidad de aprobar la medida o la resolución. 

- Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia. (BOE núm. 252, de 17 de octubre).

Esta ley es el resultado de la tramitación parlamentaria del R. D. Ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, publicado en el B.O.E. de 5 de julio.

En lo que al contenido de este informe se refiere merece destacar diversas modificaciones introducidas en otras tantas normas legales, que a continuación se indican:

· Se modifica el artículo 6 de la ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, que regula la apertura, traslado o ampliación de establecimientos comerciales. 

La modificación reconoce el principio general de que la apertura, traslado o ampliación de establecimientos comerciales no estará sujeta a régimen de autorización, con la posibilidad de que apertura, traslado o ampliación puedan someterse a una única autorización, que será por tiempo indefinido cuando las instalaciones o infraestructuras físicas necesarias para el ejercicio de la actividad sean susceptibles de generar daños sobre el medio ambiente, el entorno urbano y el patrimonio histórico-artístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una declaración responsable o de una comunicación previa. 

En los casos de apertura o ampliación de los establecimientos, las autorizaciones o declaraciones responsables sólo podrán contemplar requisitos que estén ligados específicamente a la instalación o infraestructura y deberán estar justificados en razones imperiosas de interés general, siempre que sean no discriminatorios, proporcionados, claros e inequívocos, objetivos, hechos públicos con antelación, predecibles, transparentes, accesibles.

Sigue manteniendo la prohibición de establecerse requisitos de naturaleza económica para el otorgamiento de la autorización.

Atribuye la competencia para el otorgamiento de las autorizaciones a la administración territorial competente. El procedimiento administrativo integrará todos los trámites necesarios para la apertura, traslado o ampliación de los establecimientos comerciales. Las solicitudes presentadas deberán resolverse y notificarse al interesado en un plazo máximo de tres meses, transcurrido el cual, se entenderá estimada la solicitud por silencio administrativo.

Faculta la transmisión de la autorización a terceros, previa comunicación a la administración otorgante.

· También modifica el artículo 166 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, que regula la necesidad de un Plan Director de los aeropuertos. En concreto, la diferencia respecto de la regulación anterior se centra en:

- La exigencia de que en la tramitación de los planes directores se recabe informe de la Comunidad Autónoma y de las administraciones públicas afectadas, en relación con sus respectivas competencias, “en particular en materia urbanística y de ordenación del territorio, en los términos previstos reglamentariamente”.

- Igualmente, la aprobación del Plan Director comporta la obligación de que los PGOU califiquen los aeropuertos y su zona de servicio como sistema general aeroportuario y su desarrollo deba efectuarse a través de un Plan Especial o instrumento equivalente, formulado por AENA y tramitado por la legislación urbanística aplicable, si bien con algunas especialidades procedimentales. En concreto, es obligatoria la audiencia durante un mes a AENA del acuerdo de aprobación inicial (aunque se refiere a la aprobación provisional, en la legislación urbanística aragonesa no existe este trámite) a fin de manifestarse sobre los aspectos de su competencia, con la apertura de un periodo de consultas de 6 meses en caso de discrepancias entre ambas administraciones. Transcurrido este periodo, si no se llegara a un acuerdo, el expediente se remitirá al Consejo de Ministros para informe vinculante. 

- Finalmente, las obras de nueva construcción, reparación y conservación que realice AENA en el ámbito del aeropuerto y su zona de servicio no están sujetas a los actos de control preventivo municipal, ex. art. 84.1.b) de la LBRL, al tratarse de obras públicas de interés general; sin perjuicio de que esas obras deban adaptarse a las determinaciones establecidas en el plan especial de ordenación del espacio aeroportuario o instrumento equivalente y requieran informe de la administración urbanística competente; informe que se entenderá favorable si no se evacua expresamente en el plazo de un mes desde la recepción de la documentación. Si el Plan Especial no estuviese aprobado definitivamente, las obras deberán respetar el contenido del Plan Director del Aeropuerto. 

· Otra modificación afecta al artículo 72.1 del Texto Refundido la Ley de Puertos del Estado y la Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre. 

Este artículo regula el régimen de usos admisibles en el dominio público portuario. La regulación actual añade la posibilidad, excepcional y por razones de interés general debidamente acreditadas, de levantar la prohibición de instalaciones hoteleras, así como albergues u hospedajes, “con el fin de su preservación, en otras infraestructuras en desuso distintas de los faros, situadas dentro del dominio público portuario sujetas a protección siempre que formen parte del patrimonio histórico” y “siempre que no condicionen o limiten la prestación de los servicios portuarios o el control aduanero”.

· Por último, introduce una nueva exención del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana al añadir la letra c) en el apartado 1 del artículo 105 de la Ley de Haciendas Locales.

En consecuencia, con efectos desde el 1 de enero de 2014, así como para los hechos imponibles anteriores a dicha fecha no prescritos, constituye exención de este impuesto las transmisiones realizadas con ocasión de la dación en pago de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del mismo, para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la misma, contraídas con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios.

También estarán exentas las transmisiones de la vivienda en que concurran los requisitos anteriores, realizadas en ejecuciones hipotecarias judiciales o notariales; no así, cuando el deudor o garante transmitente o cualquier otro miembro de su unidad familiar disponga de otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda hipotecaria y evitar la enajenación de la vivienda.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAÍS VASCO.

En esta C. A. solo merece destacar la aprobación de dos decretos. El primero, que modifica la regulación de la ITE y el segundo relativo a la protección, gestión y ordenación del paisaje en la ordenación del territorio. 

El Decreto 80/2014, de 20 de mayo, de modificación del Decreto regulador de la Inspección Técnica de Edificios en la C. A. del País Vasco (BOPV núm. 101, de 30 de mayo) afecta al alcance y objetivos de la ITE. Añade a la regulación anterior que otro de los objetivos de ésta es el de “informar sobre las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas” y excluye de certificación de la eficiencia energética a los edificios catalogados que no sean de vivienda colectiva.

Describe con mayor detalle las aspectos sobre los que debe versar el informe-cuestionario y dictamen de la ITE, y añade otros nuevos tales como la evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio y la certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente.

Incluye modificaciones sobre la programación general de las actuaciones, reduciendo los tramos de los plazos de cumplimiento de 4 a 2 y ampliando el periodo temporal de tal manera que: 

a) Hasta el 27 de junio de 2018 todos los edificios de uso que a fecha de 27 de junio de 2017 tengan una antigüedad igual o superior a 50 años, salvo que ya, en esa fecha, contasen con una inspección técnica vigente, realizada de conformidad con lo previsto en este Decreto.

b) Los edificios de uso residencial que cumplan 50 años a partir del 28 de junio de 2017, y los edificios catalogados a partir de esa misma fecha, deberán realizar la ITE en el plazo de un año desde que el edificio cumpla dicha antigüedad –en el caso de edificios de uso residencial–, o, desde la fecha de su calificación como tal –en el caso de ser catalogado–.

Finalmente, incorpora dos disposiciones adicionales nuevas. Una Cuarta, relativa a la obligatoriedad de realizar la ITE en caso de acogerse a ayudas públicas y una Quinta, relativa al traslado de documentación al Registro de Inspección Técnica de Edificios.

El Decreto 90/2014, de 3 de junio, sobre protección, gestión y ordenación del paisaje en la ordenación del territorio de la C. A. del País Vasco (BOPV núm. 112, de 16 de junio), tiene por objeto establecer, en el ámbito de la ordenación del territorio, los instrumentos para la protección, la gestión y la ordenación del paisaje, y las medidas oportunas de promoción, sensibilización, formación e investigación sobre el paisaje.

Fija unos objetivos de la actuación de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma del País Vasco y las entidades de su sector público en materia del paisaje y también regula los instrumentos para la protección, gestión y ordenación del paisaje, que son: 

a) Catálogos del paisaje, que son documentos de carácter descriptivo y prospectivo que abarcan la totalidad del paisaje de cada área funcional de la Comunidad Autónoma del País Vasco definidas en las Directrices de Ordenación Territorial y que constituyen el documento base para la redacción de las Determinaciones del Paisaje.

La iniciativa de su formulación corresponde indistintamente al Departamento del Gobierno Vasco competente en materia de ordenación del territorio o a las Diputaciones Forales, salvo que el Catálogo se corresponda con un Área Funcional que incluya municipios de diferentes Territorios Históricos en cuyo caso la iniciativa será ejercitada siempre por el Gobierno Vasco, de oficio o a instancia de las Diputaciones Forales. Pueden instar el ejercicio de la iniciativa los municipios comprendidos en cada área funcional podrán, mediante acuerdo motivado.

b) Determinaciones del paisaje. Son criterios extraídos de los Catálogos del paisaje, que desarrollan los objetivos de calidad paisajística e identifican las medidas para su consecución, con vocación de incorporarse al correspondiente Plan Territorial Parcial.

La iniciativa para su formulación y tramitación corresponde a quien ha formulado el Catálogo.

Podrán incluirse en los Planes Territoriales Parciales con carácter recomendatorio y como propuestas de actuación relacionadas con estudios de integración paisajística o con planes de acción, acompañados de un mapa resumen.

c) Planes de acción del paisaje. Son las herramientas de gestión que, basándose en los catálogos y en las determinaciones del paisaje, concretan las acciones a llevar a cabo en el marco de las actuaciones para la protección, la gestión y la ordenación del paisaje. Tienen el carácter de instrumentos de intervención para la protección, gestión y ordenación del paisaje para las áreas de especial interés paisajístico identificadas en los catálogos del paisaje y recogidas en las Determinaciones del paisaje, sin descartar que puedan elaborarse en otros ámbitos.

Contienen el diagnóstico y los objetivos de calidad paisajística que persiguen

d) Estudios de integración paisajística. Son los documentos técnicos destinados a considerar las consecuencias que tiene sobre el paisaje la ejecución de proyectos de obras y actividades, así como a exponer los criterios y las medidas adoptadas para la adecuada integración de las obras y actividades en el paisaje.

La Administración Pública de la Comunidad Autónoma del País Vasco y las entidades de su sector público incorporarán, como documentación adicional de los proyectos de obras o actividades de su competencia que puedan tener un impacto significativo sobre el paisaje, el correspondiente Estudio de integración paisajística. En estos proyectos sujetos a evaluación individualizada de impacto ambiental, el contenido del Estudio de integración paisajista se incluirá en el Estudio de impacto ambiental.

e) Medidas de sensibilización, formación, investigación y apoyo.

Finalmente, la Ley 2/2014, de 2 de octubre, de modificación de la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo (BOPV núm. 190, de 7 de octubre) modifica la D. T. 2ª para ampliar a 15 años el de adaptación a la Ley de urbanismo de los planes generales y normas subsidiarias de los municipios de la CA del País Vasco porque, pese a los esfuerzos de las corporaciones locales, la adaptación no ha podido cumplirse en los plazos previstos, fundamentalmente por el gran coste económico que conlleva la redacción de los instrumentos de planeamiento urbanístico y la falta de recursos para costearlos, así como la larga duración de los procedimientos de revisión del planeamiento.

B) CATALUÑA

De la normativa en materia de urbanismo dictada por la C. A. de Cataluña en este periodo que recoge el presente informe el Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento sobre protección de la legalidad urbanística (DOGC núm. 6623, de 15 de mayo) es el que merece un análisis más profundo.

Este reglamento, de 152 artículos se estructura en 4 títulos:

Título Preliminar

Título 1
Intervención en el uso del suelo y en la ejecución de obras

Título 2
Intervención para restablecer la legalidad urbanística vulnerada

Título 3
Régimen sancionador

El reglamento desarrolla los títulos sexto y séptimo del texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010, de 3 de agosto, relativos a la intervención en la edificación y el uso del suelo y del subsuelo y a la protección de la legalidad urbanística, y de los artículos 48, 49, 50 y 54 de este texto refundido, en los aspectos relativos a los procedimientos de autorización de determinadas actuaciones en suelo no urbanizable y suelo urbanizable no delimitado y de obras y usos provisionales.

Entiende por protección de la legalidad urbanística el conjunto de instrumentos mediante los cuales las administraciones públicas competentes ejercen una potestad reglada que las faculta para intervenir en la actividad de los particulares con la finalidad de preservar la legalidad urbanística y restablecerla cuando se vulnera y de sancionar las conductas tipificadas como infracciones urbanísticas.

El decreto destaca por su sistemática y resulta muy didáctico.

Así, el título dedicado a la intervención en el uso del suelo y en la ejecución de obras distingue entre licencias urbanísticas, comunicaciones previas y órdenes de ejecución y supuestos de ruina.

A su vez, en el capítulo dedicado a las licencias urbanísticas distingue los actos que están sujetos a licencia y aquellos que no lo están, los actos que están promovidos por las administraciones públicas y el régimen jurídico aplicable a las licencias; para luego regular cada una de las clases de licencias urbanísticas: 

· división de terrenos en función de la clase de suelo de que se trate, 

· parcelación urbanística y la fiscalización previa a la división y segregación de terrenos,

· licencia urbanísticas en caso de incremento del número de viviendas, establecimientos u otros elementos susceptibles de aprovechamiento privativo independiente

· licencia urbanística para la constitución o modificación de un régimen de propiedad horizontal, simple o compleja, y para la formalización de otras operaciones jurídicas

· licencia urbanística para la ejecución de obras, distinguiendo cuando es exigible proyecto técnico de obras, caducidad, licencia de edificación condicionada a la urbanización simultánea

· primera utilización y ocupación de las edificaciones ejecutadas simultáneamente a las obras de urbanización

· licencias urbanísticas en suelo no urbanizable y suelo urbanizable no delimitado

· actos que requieren la aprobación de un plan especial urbanístico o un proyecto de actuación específica previamente al otorgamiento de la licencia urbanística

· licencias urbanísticas de usos y obras provisionales

Respecto de las órdenes de ejecución y la ruina, distingue tres clases de ruina: técnica, económica y urbanística. Establece particularidades de las órdenes de ejecución relativas a inmuebles en estado ruinoso integrados o no en el patrimonio cultural catalán o en proceso de integración. En el mismo capítulo regula los actos de conservación, rehabilitación y protección urgentes o también llamada ruina inminente.

El título dedicado a la intervención para restablecer la legalidad urbanística vulnerada acoge la regulación de la inspección urbanística y el procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada, propiamente dicho, que varía muy poco respecto de otras legislaciones autonómicas, si bien es cierto que la normativa catalana regula este procedimiento con todo lujo de detalles.

Merece destacar la mención expresa que efectúa el decreto a la posibilidad de inscribir en el Registro de la Propiedad “la resolución de iniciación del procedimiento de protección de la legalidad urbanística”, que será obligatoria “cuando la resolución de iniciación haga referencia a actos que comporten la creación de nuevas fincas registrales, ya sean de parcelación, reparcelación, obra nueva o constitución de un régimen de propiedad horizontal”. En caso de que se haya inscrito la resolución de iniciación, también debe comunicarse al RP la resolución firme en vía administrativa que ponga fin al procedimiento, al efecto pertinente de conformidad con su legislación reguladora.

Además, el órgano competente puede adoptar motivadamente las medidas provisionales necesarias para garantizar la efectividad de la resolución de inicio del procedimiento o durante la tramitación del mismo, que pueden ser: la suspensión de las obras en curso de ejecución, el precintado o la retirada de la maquinaria y los materiales a utilizar en la ejecución de las obras, la suspensión de los suministros de los servicios o de su contratación o la prohibición de la primera utilización y ocupación de los edificios y las construcciones y la suspensión del otorgamiento de licencias urbanísticas de primera utilización y ocupación parciales.

Para poder iniciar un procedimiento de protección de la legalidad urbanística en relación con los actos de utilización del suelo y las obras amparados en un título administrativo habilitante nulo o anulable, exige la previa revisión del título habilitante, de acuerdo con la legislación sobre procedimiento de las administraciones públicas de Cataluña.

Cuando los actos ejecutados al amparo de un título administrativo habilitante nulo de pleno derecho sean ilegalizables, la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento de revisión de oficio puede ordenar las medidas apropiadas para restaurar la realidad física alterada. De no ser así, procede incoar el procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada correspondiente.

La anulación de un título administrativo habilitante por sentencia del orden jurisdiccional contencioso administrativo conlleva la obligación de restablecer la legalidad urbanística vulnerada, ya sea de conformidad con lo que decida la misma sentencia o de acuerdo con lo que el órgano jurisdiccional competente decida en ejecución de la sentencia dictada.

En lo relativo al régimen sancionador, el decreto remite expresamente a la ley de urbanismo la tipificación de las infracciones urbanísticas. Sí que regula con detalle otros aspectos, tales como las circunstancias que agravan o atenúan la responsabilidad de los infractores. 

Son circunstancias agravantes prevalerse de tener la titularidad de un oficio o cargo público para cometer una infracción en beneficio propio, utilizar la violencia u otras formas de coacción contra funcionarios encargados de la protección de la legalidad urbanística, falsificar documentos o alterar los supuestos de hecho cuando los unos y los otros legitimen la actuación urbanística, aprovechar en beneficio propio un estado de necesidad grave pública o de los particulares que resulten perjudicados, perjudicar una pluralidad de personas afectadas, etc….

En cambio, atenúan la responsabilidad la falta de intención en la comisión de la infracción, de causar un daño tan grave como el que efectivamente se haya causado a los intereses públicos o privados afectados o de beneficiarse económicamente; utilizar medios económicos de escasa entidad en la actuación; obtener escaso beneficio de la actuación y ser viable la legalización de la actuación, cuando no se haya atendido al requerimiento de legalización.

A la hora de establecer las sanciones, el decreto no prevé cuantías concretas en el caso de las multas, sino que el importe de éstas se determina individualmente en función del volumen edificado en m3 o la superficie de suelo en m2 afectados por la infracción urbanísticas, la gravedad de la infracción, y las circunstancias que modulan la responsabilidad.

A los solos efectos de su conocimiento también hay que hacer mención del Decreto 68/2014, de 20 de mayo, por el que se regula la composición y el funcionamiento interno de los órganos urbanísticos de la Generalitat de carácter colegiado (DOGC núm. 6628, de 22 de mayo), sin mayor profundidad.

Por el contrario, merece que nos detengamos en el Decreto 75/2014, de 27 de mayo, del Plan para el derecho a la vivienda. (DOGC núm. 6633, de 29 de mayo).

La exposición de motivos del decreto es una verdadera declaración de intenciones cuando pone de manifiesto que el R. D. 233/2013, regulador del Plan estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación y la regeneración y renovación urbanas 2013-2016 “no prevé líneas de fomento de la vivienda protegida de nueva construcción, ni ningún sistema de financiación de la rehabilitación de viviendas y se reducen los ámbitos y las previsiones presupuestarias de otras líneas como la rehabilitación o las ayudas a arrendatarios a la mínima expresión”, de tal manera que las ayudas reguladas en este decreto son independientes de las reguladas en el Plan Estatal.

Los programas del Plan y actuaciones susceptibles de ser protegidas son:

1. El programa social de vivienda, que tiene como objetivos ayudar a las personas en riesgo de exclusión social que tienen dificultades en el momento de acceder a una vivienda o de pagar el alquiler o las cuotas de amortización hipotecarias; estimular a las personas físicas o jurídicas propietarias de viviendas vacías para que las pongan en el mercado de alquiler; impulsar el sistema de mediación de la Administración pública entre personas físicas o jurídicas propietarias y personas arrendatarias para fomentar la disposición de viviendas destinadas al alquiler social y ayudar a las entidades sin ánimo de lucro y las cooperativas que gestionan viviendas de inserción.

Las viviendas a las que se puede acceder a través de estos programas sociales pueden ser nuevas o existentes, del mercado libre o con protección oficial y han de tener cédula de habitabilidad o estar en condiciones de obtenerla.

Incluye cuatro actuaciones:

a) Ayudas para el pago de la vivienda, bien sea el pago del alquiler o las cuotas de préstamos hipotecarios a personas con ingresos bajos o moderados a quienes el coste de la vivienda las puede situar en riesgo de exclusión social residencial. 

Las ayudas pueden suponer prestaciones para el pago del alquiler, prestaciones de urgencia especial para el pago del alquiler o de cuotas de amortización hipotecaria en situaciones especiales de riesgo inminente de perder la vivienda habitual, o ayudas implícitas en el caso de personas usuarias del parque de alquiler propiedad o gestionado por la Generalidad de Cataluña.

b) Mediación para el alquiler social, tiene por objeto incrementar el parque de viviendas que se destina a alquiler social para posibilitar el acceso a la vivienda de la población con ingresos inferiores a 4 veces el indicador de renta de suficiencia de Cataluña (IRSC) ponderados, mediante el establecimiento de un sistema de garantías públicas para los propietarios de viviendas desocupadas.

Puede desarrollarse mediante la oferta de arrendatarios a los propietarios de viviendas desocupadas y mediante el programa de cesión de viviendas a la Administración pública que es quien lo alquila al destinatario final. El conjunto de viviendas obtenidas por las dos vías constituye un fondo de viviendas destinadas a alquiler social.

c) Viviendas de inserción, con la finalidad de atender a personas que presentan problemas de inserción y requieren una atención especial, seguimiento y tutela especializados durante un tiempo, así como para atender a arrendatarios de infraviviendas o viviendas sobreocupadas.

d) Actuaciones sociales en áreas de riesgo de exclusión residencial o con degradación urbana, entendiendo por tales aquellas que se configuran en determinadas poblaciones con una elevada problemática social y económica de las personas que residen en ellas, que comportan dificultades en las relaciones vecinales y para la cohesión de los barrios.

2. El programa de fomento de la rehabilitación. Son actuaciones susceptibles de recibir ayudas del programa de fomento de la rehabilitación:

a) La rehabilitación de los edificios de viviendas y, especialmente, las obras de rehabilitación de elementos comunes en edificios plurifamiliares.

b) La rehabilitación de los interiores de las viviendas y, especialmente, las obras de rehabilitación para alcanzar los mínimos de habitabilidad.

c) La rehabilitación de edificios de viviendas y de viviendas en ámbitos territoriales declarados áreas de rehabilitación y o en el marco de programas específicos de rehabilitación impulsados por las administraciones.

Las ayudas de este programa pueden ser préstamos protegidos para la rehabilitación de viviendas, concedidas, en su caso, por las entidades de crédito en el ámbito de convenios de colaboración suscritos entre la Generalidad de Cataluña y las entidades financieras, subsidios de préstamos libres o protegidos con entidades de crédito que se adhieren al Plan, para las personas o entidades promotoras de una rehabilitación, subvenciones a las personas o entidades promotoras de actuaciones de rehabilitación, con posibilidad de anticipos o pagos parciales y ayudas a los propietarios de viviendas vacías que se rehabilitan para poder destinarlos a alquiler una vez rehabilitados.

Tanto los edificios de viviendas, como las viviendas y las personas o entidades promotores de las obras de rehabilitación deben reunir una serie de condiciones para poder acceder a las ayudas.

3. El programa de viviendas con protección oficial. El decreto establece que pueden calificar con protección oficial las viviendas de nueva construcción, las viviendas libres acabadas y no ocupadas, las que provienen de una edificación existente rehabilitada, las existentes que cumplan las condiciones previstas en el artículo 44 del decreto y las plazas de aparcamiento y trasteros, como anexos que se vinculan a la vivienda. 

El plazo máximo de vigencia de la calificación de las viviendas con protección oficial es de treinta años, pudiendo otorgarse a todas las viviendas o en viviendas individuales de una edificación.

Las ayudas públicas del programa de viviendas con protección oficial se conceden de acuerdo con la disponibilidad presupuestaria, y pueden concretarse en préstamos protegidos para la promoción, adquisición; subsidios de préstamos libres o protegidos con entidades de crédito que se adhieren al Plan, para las personas o entidades promotoras, o para las personas compradoras de viviendas con protección oficial y subvenciones a las personas o entidades promotoras, o a las personas compradoras de viviendas con protección oficial, de acuerdo con las bases reguladoras y mediante un procedimiento de concurrencia pública.

El decreto establece las características de las viviendas con protección oficial, el procedimiento de calificación, plazos, precios y rentas de estas viviendas, así como el régimen jurídico y condiciones de transmisión de este tipo de viviendas.

4. Otras medidas conexas y complementarias son el apoyo a las oficinas locales de vivienda y bolsas de mediación para el alquiler social., el régimen de coberturas de cobro de las rentas arrendaticias de los contratos de alquiler de viviendas (Avalloguer), el servicio de asesoramiento sobre la deuda hipotecaria (Ofideute) y la Mesa de Valoración de situaciones de emergencias económicas y sociales.

Se observa, como pondremos de manifiesto a lo largo de este informe, que la Comunidad Autónoma de Cataluña no se ha limitado, como la aragonesa y otras, a la mera transcripción del RD 233/2013 sino que ha ido más allá y, en el ámbito de sus competencias, ha desarrollado el Plan estatal y ha atendido las necesidades que no estaban cubiertas por este último.

Finalmente, hay que hacer una breve referencia a la Ley 9/2014, de 31 de julio, de seguridad industrial de los establecimientos, las instalaciones y los productos (DOGC núm. 6679, de 5 de agosto), cuyo objeto es regular el régimen jurídico aplicable a la seguridad industrial de los establecimientos, las instalaciones y los productos en el territorio de Cataluña, incluyendo la vigilancia del mercado en la materia, establece cautelas en el planeamiento urbanístico para prevenir los riesgos industriales. 

Así, el art. 11 prevé que el planeamiento urbanístico debe evitar que las zonas con un riesgo industrial superior al aceptable sean urbanizadas o que en ellas se edifiquen elementos vulnerables, salvo en el caso de las obras que tengan por finalidad la prevención de este riesgo, en los términos establecidos por la normativa de urbanismo.

Igualmente, la ordenación de la implantación y la distribución de los usos en el territorio que realice el planeamiento urbanístico debe respetar las distancias mínimas de seguridad entre los establecimientos en que pueden producirse accidentes graves y las zonas de vivienda permanente, las zonas de concurrencia pública, las zonas de interés natural y los demás elementos vulnerables.

Es obligatoria la solicitud de un informe preceptivo y vinculante al órgano de la Administración de la Generalidad competente en materia de seguridad industrial, simultáneamente al trámite de información pública de los planes urbanísticos que permitan la implantación de establecimientos en que pueden producirse accidentes graves o que afecten a las inmediaciones de establecimientos ya existentes. En casos justificados, podrá exigirse a los titulares de los establecimientos la presentación de un análisis cuantitativo de riesgo.

También es preceptivo y vinculante informe del órgano de la Administración de la Generalidad competente en materia de seguridad industrial, previo a la implantación de nuevos establecimientos en que pueden producirse accidentes graves y a la realización de cambios o modificaciones sustanciales en los ya existentes. Los titulares de los establecimientos presentarán a este órgano un análisis cuantitativo de riesgo.

D) ANDALUCÍA

- Ley 3/2014, de 1 de octubre, de medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las empresas. (BOJA núm. 198, de 9 de octubre). 

Esta ley es el resultado de la tramitación parlamentaria del Decreto-ley 5/2014, de 22 de abril, de medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las empresas, publicado en el BOJA núm. 82, de 30 de abril, y cuyo objeto, como ya se puso de manifiesto en el informe sobre urbanismo de mayo de 2014, no era otro que establecer un conjunto de medidas destinadas a mejorar la regulación de las actividades económicas y simplificar los procedimientos de autorización que afectan a las mismas actividades económicas, dando cumplimiento al principio de reserva de ley. 

Las modificaciones más importantes afectan a la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía, no tanto por el contenido como por el número de artículos afectados. En realidad, los cambios viene referidos al uso de la expresión “medios de intervención administrativa” en lugar de “licencias” para dar cabida a las declaraciones responsables y a las comunicaciones previas.

No obstante, esta Ley 3/2014, a diferencia del Decreto Ley, incluye una disposición adicional 14ª en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, relativa a la inexigibilidad de licencia, del siguiente tenor:

“Para el inicio y desarrollo de las actividades económicas previstas en el ámbito de aplicación de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, y en los términos que se establezcan reglamentariamente, no podrá exigirse por parte de las administraciones y entidades del sector público de Andalucía la obtención de licencia previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, ni otras de clase similar o análogas que sujeten a previa autorización el ejercicio de la actividad económica a desarrollar o la posibilidad misma de la apertura del establecimiento correspondiente.

Asimismo, no será exigible licencia o autorización previa para la realización de las obras ligadas al acondicionamiento de los locales para desempeñar la actividad económica cuando no requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con el artículo 2.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. En esos casos, será sustituida por la presentación de una declaración responsable o bien por una comunicación previa”.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Ley 2/2014, de 13 de junio, de Puertos de la Generalitat. (DOCV núm. 7298, de 18 de junio).

La ley, que tiene por objeto establecer la organización portuaria de la Generalitat y regular la planificación, la construcción, la gestión, la explotación y la disciplina en materia de los puertos, establece que la ordenación estructural del sistema portuario se realiza mediante un Plan de Infraestructuras Portuarias de la Comunidad, que tiene naturaleza de plan de acción territorial de carácter sectorial. También prevé la posibilidad de elaborar planes especiales de ordenación portuaria.

Sin referirnos al régimen jurídico de estos bienes de dominio público, se hará mención exclusivamente en lo que a la coordinación con el urbanismo y la ordenación del territorio se refiere.

Así, la ejecución de las obras portuarias previstas en los planes anteriores exige la previa elaboración de un proyecto de construcción, cuya aprobación lleva aparejada la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y derechos correspondientes. 

A fin de articular la necesaria coordinación de estas obras, los instrumentos de ordenación urbanística deberán incluir entre sus previsiones las necesarias relativas a la planificación portuaria, cuya calificación urbanística será la propia de la red primaria.

Previo a la aprobación definitiva de los planes territoriales o urbanísticas que afecten al sistema portuario deberá emitirse informe de la consejería competente en materia de puertos.

Las obras portuarias de la Generalitat y las que afecten a su conexión con la red viaria y sistemas generales de comunicaciones no están sujetas a licencia municipal porque constituyen obras públicas de interés general, sin perjuicio del control preventivo municipal mediante la emisión de informe preceptivo en la tramitación de los proyectos.

En lo relativo a los usos, la ley incluye dentro de los usos portuarios, los comerciales, los pesqueros, los náuticos-deportivos y los complementarios o auxiliares y otros compatibles con los portuarios, como los usos culturales, deportivos, … Para posibilitar estos usos no portuarios es preciso que estén previstos en la delimitación de los espacios y que se ajusten al planeamiento urbanístico. Asimismo, permite la posibilidad de autorizar en dominio público portuario usos que califica como restringidos, destinados a residencia o habitación, en los términos de la normativa estatal aplicable.

- Ley 3/2014, de 11 de julio, de la Generalitat, de Vías Pecuarias de la Comunitat Valenciana. (DOCV núm. 7319, de 17 de julio).

El Capítulo V del Título I de la ley se refiere a las vías pecuarias y el planeamiento territorial y urbanístico.

La norma exige que éstas se grafíen en los instrumentos de planeamiento urbanístico o territorial, en los términos de la legislación sectorial, remitiéndose también a ella en cuanto al régimen de usos y aprovechamientos.

La aprobación de un plan que afecte al trazado de las vías pecuarias comportará la clasificación de su nuevo trazado conforme al planeamiento aprobado, de manera automática, y conllevará también las afectaciones y desafectaciones necesarias del dominio público de acuerdo con la normativa de patrimonio de la Generalitat. La aprobación del planeamiento requiere informe previo favorable de la conselleria competente en materia de vías pecuarias.

En cuanto al tratamiento urbanístico de las vías pecuarias, el instrumento de planeamiento que establezca la nueva ordenación urbanística o territorial deberá asegurar el mantenimiento de la integridad superficial, la idoneidad de los itinerarios y la continuidad de los trazados. 

En suelo no urbanizable, las vías pecuarias tendrán la condición de suelo no urbanizable protegido, con la anchura legal que figure en la clasificación.

En suelo urbano y urbanizable, si el nuevo planeamiento no altera el trazado de una vía pecuaria ni afecta al uso compatible o complementario en la misma, se integrará como paseo o alameda, correspondiendo su adecuación, conservación y mantenimiento al ayuntamiento. 

Caso de no poder cumplirse lo anterior y, previa justificación de la imposibilidad de respetar la integridad superficial, la idoneidad de los itinerarios, la continuidad de los trazados y los usos de la vía pecuaria, el planeamiento deberá optar por alguna de las alternativas que se exponen por orden de prevalencia: modificación de trazado, mutación demanial externa y desafectación. En este último caso, los terrenos desafectados tendrán la condición de bienes patrimoniales de la Generalitat y la administración autonómica participará en los procedimientos reparcelatorios en los términos previstos en la legislación urbanística.

El desarrollo de los instrumentos de planeamiento urbanístico o territorial que afecte a alguna vía pecuaria producirá los efectos propios del deslinde, sin que sea necesario su amojonamiento, al quedar aquellos delimitados por la nueva trama. La información pública de los procedimientos de desafectación o cambio de trazado de las vías pecuarias se integrará en el procedimiento de aprobación del correspondiente instrumento de planeamiento.

- Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana. (DOCV núm. 7329, de 31 de julio).

La Exposición de motivos de la ley manifiesta que la “necesidad de renovar la legislación en materia de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje en la Comunitat Valenciana responde a una demanda y aspiración sociales ampliamente compartida”, fundamentalmente porque la normativa ha devenido compleja y desarrollada en exceso, lo que ha supuesto problemas de ajuste con la legislación estatal y europea. Entiende que en la situación de crisis económica y social actual, “el territorio, como activo no deslocalizable, ha cobrado un elevado protagonismo al ser factor clave de competitividad a través de la puesta en valor de sus componentes de excelencia para captar inversiones, talentos y generar renta y empleo”.

Considera prioritaria la implantación racional de actividades económicas en el territorio que sean plenamente compatibles con la conservación y mejora de sus valores ambientales, culturales y paisajísticos, razón en la que funda la simplificación de procedimientos.

Los objetivos o aportaciones de la nueva ley son:

1. La simplificación, propone una tramitación ambiental y urbanística unificada y reduce el número de disposiciones legislativas del sistema actual. En concreto, deroga hasta 5 leyes y 2 reglamentos.

2. La integridad en el tratamiento del territorio, armonizando todas las escalas espaciales de la planificación y estableciendo un mecanismo de elaboración y evaluación del plan donde los aspectos ambientales, territoriales, paisajísticos, económicos y sociales contribuyen a una visión más eficiente de la planificación.

3. Incremento de la transparencia y la seguridad jurídica, garantizada por la participación pública, en los términos que exige el proceso de evaluación ambiental estratégica. 

4. Clarificación del marco competencial en la tramitación de los planes urbanísticos, al distinguir más claramente entre la ordenación estructural y la ordenación pormenorizada mediante la regulación de dos instrumentos: un plan general estructural y un plan de ordenación pormenorizada, como instrumentos que sustituyen al antiguo plan general. El primero, de aprobación autonómica, define los elementos estructurales del territorio, mientras que el segundo, de aprobación municipal, desarrolla el anterior incidiendo en los aspectos de mayor detalle relacionados con la gestión urbanística y la edificación.

5. Flexibilidad y su adaptación a la coyuntura económica e inmobiliaria actual:

- da prioridad a las intervenciones en la ciudad existente y construida, apostando por la rehabilitación y la renovación, frente a la expansión urbana sobre suelos no transformados.

- contempla soluciones a los asentamientos y tejidos diseminados en el medio rural para mitigar sus impactos en el territorio.

- establece una regulación especial para los municipios pequeños, y 

- establece instrumentos especiales para aquellas iniciativas que, por su carácter singular, por la necesidad de su implantación inmediata y por su elevado impacto en la creación de empleo, requieren una mayor celeridad en su tramitación para no perder oportunidades en el territorio.

La ley se estructura en 270 artículos, 3 disposiciones adicionales, 10 transitorias, una derogatoria, 4 finales y 9 anexos. Se divide internamente en 3 Libros, a saber:

LIBRO I

Planeamiento

LIBRO II
Gestión urbanística: programación y ejecución de las actuaciones urbanísticas.

LIBRO III

Disciplina urbanística.

El libro I dedicado al planeamiento se divide internamente en 3 títulos. El primero se refiere al modelo de desarrollo territorial y urbanístico sostenible que persigue la ley, entendiendo por tal el que “satisface las necesidades adecuadas y suficientes de suelo para residencia, dotaciones y actividades productivas, preservando los valores ambientales, paisajísticos y culturales del territorio”, hasta el punto que los criterios de sostenibilidad regulados en la ley, que emanan de la normativa europea, son determinantes en la redacción de los planes, y son tomados en cuenta desde las fases más tempranas de su elaboración. Configura la Infraestructura Verde del territorio como una red interconectada de los espacios de mayor valor ambiental, paisajístico y cultural, cuya definición debe ser previa a la planificación de nuevas demandas de suelo. Las demandas de desarrollo de suelo deben responder a necesidades reales y objetivas, por lo que los planes deberán justificarse en indicadores de ocupación racional y sostenible de suelo. Los crecimientos deben adecuarse a los patrones paisajísticos y morfológicos del territorio, mejorando la calidad del medio urbano, fomentando la movilidad sostenible y facilitando el acceso público a los paisajes de mayor valor.

El título II define los tipos de planes, distinguiendo entre planes supramunicipales y planes municipales, estableciendo su función, contenido y determinaciones. A la estrategia territorial y a los planes de acción territorial, se añaden las actuaciones territoriales estratégicas. 

La ordenación urbanística municipal se desarrolla en dos niveles: la ordenación estructural y la ordenación pormenorizada, mediante dos instrumentos de planificación diferenciados; el plan general estructural, de aprobación autonómica, y el plan de ordenación pormenorizada, de aprobación municipal, que sustituyen al plan general municipal de la legislación que se deroga. La ley otorga el rango de ordenación estructural a aquellas determinaciones que implican decisiones de relevancia ambiental y territorial significativa respecto del modelo territorial; mientras que la ordenación pormenorizada se subordina a la ordenación estructural, y regula el uso detallado del suelo y la edificación, y las actuaciones de gestión urbanística. 

Esta ordenación pormenorizada, como establecía tradicionalmente la legislación urbanística, se desarrolla a través de planes parciales, para sectores de suelo urbanizable, y de planes especiales de reforma interior, para sectores de áreas consolidadas donde sean necesarias operaciones de reforma interior o de cambios de uso.

El modelo de plan general estructural contiene importantes novedades conceptuales y metodológicas respecto de la regulación anterior, entre ellas, la zonificación de rango estructural, que constituye ámbitos espaciales para los que el plan establece una determinada función, asigna usos y establece normas vinculantes que, en el caso de zonas que forman parte de la futura ordenación pormenorizada, serán desarrolladas a través de los instrumentos correspondientes. 

Después desciende a la clasificación del suelo, a través del plan de ordenación pormenorizada.

La ley regula, además, las redes primaria y secundaria de dotaciones, según tengan un rango estructural o pormenorizado; en el primer caso, incluyen aquellos elementos dotacionales relevantes cuya ubicación y dimensión debe realizarse mediante un análisis global del municipio. En otro caso, en la red secundaria se integran los equipamientos y dotaciones que complementan los anteriores a escala de sector o ámbito equivalente.

El título III del libro I regula el procedimiento de aprobación de todos los planes que requieran de una evaluación ambiental y territorial estratégica, determinando el órgano ambiental y territorial si la evaluación ambiental y territorial de un plan o de un programa debe ser de carácter simplificada u ordinaria. En ambos casos, integra los procedimientos administrativos referentes al planeamiento y a la evaluación ambiental y territorial estratégica evitando dilaciones en el procedimiento.

Este título también regula la tramitación de los planes y programas que no están sujetos a evaluación ambiental y territorial estratégica, las condiciones de modificación de los planes y programas en función de sus efectos ambientales y territoriales, la suspensión de licencias, las reglas aplicables en ausencia de planeamiento territorial y urbanístico, y la vigencia de los planes y programas.

El libro II dedica su primer título a la gestión urbanística: programación y ejecución de las actuaciones urbanísticas, dividiéndose en varios títulos. El Título I se dedica a la gestión urbanística propiamente dicha. El Titulo II se refiere a la programación y ejecución de la actuación urbanística. El Titulo III es el relativo a la gestión de la edificación y la rehabilitación y el Título IV regula el régimen del suelo no urbanizable y del suelo urbanizable sin programa de actuación.

En relación con la recuperación de las plusvalías para el conjunto de la sociedad, y en el marco de la legislación estatal, el porcentaje de aprovechamiento tipo que corresponde a la administración, en concepto de la participación pública en las plusvalías generadas por el planeamiento, es el 10 % en los sectores de suelo urbanizable, el 15 % para los sectores no previstos en el planeamiento general, en las actuaciones en suelo urbano el 5 % sobre los incrementos de aprovechamiento urbanístico respecto al vigente y el 0 % en el resto de supuestos. 

Define el estatuto del urbanizador y la garantía de los derechos de propiedad en el proceso urbanístico, a tenor de la reciente jurisprudencia comunitaria y el marco básico de la legislación estatal.

La ley establece dos sistemas de gestión, la gestión pública y la gestión por los propietarios. La gestión pública puede realizarse de forma directa por la administración o, de forma indirecta, por la iniciativa privada, sea o no propietaria del suelo. El sistema de gestión pública directa supone que la administración decide actuar asumiendo la condición de urbanizador. Si la administración no asume esta condición, serán los propietarios quienes, con carácter previo al inicio del proceso de programación, podrán optar por asumir la condición de urbanizador. Una vez pasado el plazo otorgado sin que los propietarios se manifiesten de forma expresa, se abrirá el proceso de licitación para cualquier persona física o jurídica que tenga la capacidad y que cumpla los requisitos de solvencia que establezcan las bases de programación elaboradas por el ayuntamiento.

La ley separa en dos fases el proceso de programación; la elección de la alternativa técnica del programa de actuación y la formulación de las proposiciones jurídico-económicas y la selección del agente urbanizador.

Para cualquiera de los sistemas de gestión, por los propietarios o pública, sea directa o indirecta, se mantiene la figura del empresario constructor, al que el urbanizador contratará la ejecución de las obras de urbanización conforme a las reglas de transparencia, concurrencia y no discriminación detalladas por la legislación de contratos del sector público y bajo fe pública notarial.

En cuanto a la relación del urbanizador con los propietarios, la ley recoge la necesidad de adhesión expresa del propietario a participar en una iniciativa de programación urbanística. Se regulan las reglas de adhesión con las garantías necesarias para que este derecho pueda ser ejercido por el propietario con la información y en los plazos adecuados.

El título III del libro II afronta el urbanismo del futuro, el de las ciudades existentes y su renovación como posible alternativa al consumo de nuevos suelos. 

El título IV de este libro está dedicado al régimen del suelo no urbanizable y al del suelo urbanizable sin programa de actuación. Los usos y actividades que, de manera excepcional, se pueden ubicar en el suelo no urbanizable deberán adecuarse al carácter rural del mismo. Dos son las formas clásicas de intervención de las administraciones en la asignación de usos y aprovechamientos: la autorización municipal y la declaración de interés comunitario, cuya aplicación se establece en función del tipo de actividad y de la intensidad del uso a implantar en el suelo rural. Este título también contiene las condiciones para la implantación de usos y actividades de carácter provisional en los suelos clasificados como suelo urbanizable, hasta su incorporación al desarrollo urbanístico por medio de su programación.

El libro III regula la disciplina urbanística y distingue los actos comunicados y las declaraciones responsables, como alternativa a la licencia. En materia del régimen sancionador, destaca un cambio importante en el plazo de caducidad de la acción de restauración de la legalidad urbanística, que pasa a ser de 15 años, sin que se identifique con el plazo de prescripción de la infracción. 

- Ley 6/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de Prevención, Calidad y Control Ambiental de Actividades en la Comunitat Valenciana. (DOCV núm. 7329, de 31 de julio).

La ley se estructura en 103 artículos, 8 disposiciones adicionales, 2 transitorias, una derogatoria y 6 finales y se divide en 7 títulos, a saber:

TÍTULO PRELIMINAR

TÍTULO I

Régimen general de intervención administrativa ambiental

TÍTULO II

Régimen de la autorización ambiental integrada

TÍTULO III

Régimen de la licencia ambiental

TÍTULO IV

Régimen de declaración responsable ambiental

TÍTULO V

Régimen de comunicación de actividades inocuas

TÍTULO VI

Régimen de control, inspección y sanción

La exposición de motivos considera que la nueva ley configura un sistema de intervención integral, coordinando la integración de los trámites de los dos principales sistemas de intervención administrativa para prevenir y reducir en origen la contaminación. Tales sistemas son la autorización ambiental integrada y la evaluación de impacto ambiental.

Integra plenamente, en el procedimiento de otorgamiento de la autorización ambiental integrada, el procedimiento para la evaluación del impacto ambiental de los proyectos sujetos a dicho instrumento de intervención ambiental, cuando la evaluación competa al órgano ambiental de la comunidad autónoma.

Mantiene el esquema de integración de la evaluación ambiental de proyectos en el procedimiento de autorización ambiental integrada, reforzando el significado propio de la evaluación de impacto ambiental con fines aclaratorios y de precisión impugnatoria en línea con la doctrina mayoritaria del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional. La declaración de impacto ambiental es una fase de la evaluación de impacto ambiental cuya finalidad es pronunciarse sobre la conveniencia de realizar o no un proyecto desde la sola perspectiva ambiental, sin entrar en otros aspectos, configurándose jurisprudencialmente como acto de trámite o no definitivo y  justifica su atracción competencial hacia el ámbito donde reside la competencia sustantiva para aprobar o autorizar el proyecto.

La autorización ambiental integrada está prevista para la explotación de las instalaciones, de titularidad pública o privada, en las que se desarrolle alguna de las actividades incluidas en el anexo I de la presente ley. Esta autorización precederá a la construcción, montaje o traslado de las instalaciones, y se adaptará a las modificaciones que se produzcan en estas. Sus fines son: la prevención y reducción en origen de las emisiones a la atmósfera, al agua y al suelo y la generación de residuos, promover la adopción de las medidas adecuadas para prevenir la contaminación, establecer un procedimiento que asegure la coordinación de las distintas administraciones públicas que deben intervenir en el otorgamiento de la autorización ambiental, para eliminar duplicidad de trámites y retrasos en los procedimientos.

En las actividades sujetas a autorización ambiental integrada, se integran todos los pronunciamientos ambientales que hayan de requerirse para su concesión, incluyendo la participación del municipio en el que vayan a llevarse a cabo mediante un informe ambiental referido a las materias de su competencia. Respecto a otros pronunciamientos no ambientales, se exige la compatibilidad urbanística del proyecto, que se acredita mediante la emisión del informe de urbanístico municipal por parte del ayuntamiento en el que haya de ubicarse la actividad e instalación vinculada a la misma, informe que ha de acompañar a la solicitud de autorización ambiental integrada.

La ley somete a licencia ambiental las actividades, públicas o privadas, incluidas en el anexo II de la presente ley; licencia que se adaptará a las modificaciones que se produzcan en las instalaciones en que tales actividades se desarrollan. Tiene como finalidad valorar las afecciones de las actividades sujetas a este instrumento sobre el medio ambiente en su conjunto, incluyendo todos los condicionamientos de carácter ambiental necesarios para la prevención y reducción en origen de las emisiones a la atmósfera, al agua y al suelo, y la adecuada gestión de los residuos generados.

También le corresponde integrar, junto a los aspectos estrictamente ambientales aquellos pronunciamientos de competencia municipal relativos a incendios, accesibilidad, seguridad y salud de las personas exigidos para el funcionamiento de la actividad por la normativa vigente en tales materias, sin perjuicio de la necesidad de un trámite de dictamen ambiental previo al otorgamiento de la licencia ambiental, dictamen de emisión por el propio ayuntamiento en el caso de municipios con población de derecho igual o superior a 50.000 habitantes, y excepcionalmente en municipios de población igual o superior a 10.000 habitantes, se prevé, con carácter excepcional, que cuando carezcan de medios personales y técnicos precisos puedan solicitar su emisión por la Comisión Territorial de Análisis Ambiental Integrado.

Está previsto el régimen de declaración responsable ambiental para aquellas actividades que no estén sometidas, atendiendo a su escasa incidencia ambiental, ni al régimen de autorización ambiental integrada ni de licencia ambiental, y que no puedan considerarse inocuas por no cumplir alguna de las condiciones establecidas en el anexo III de la ley, con la finalidad de posibilitar iniciar el ejercicio de las actividades sin necesidad de autorización u otro acto administrativo previo otorgado por la administración, atendiendo a la escasa incidencia ambiental de las actividades incluidas en este régimen, de sustituir el control previo administrativo por un control a partir de que se inicie el ejercicio de la actividad y de estructurar un mecanismo que garantice a los operadores económicos ante la inexistencia de un acto administrativo autorizatorio previo, al tiempo que se mantienen en la administración las facultades de inspección y control.

Sujeta al régimen de comunicación de actividades inocuas, aquellas actividades que no tienen incidencia ambiental, considerando tales las que cumplan todas las condiciones establecidas en el anexo III de la presente ley. Este régimen tiene como finalidad posibilitar a los operadores económicos el ejercicio de una actividad sin necesidad de autorización u otro acto administrativo previo por parte de la administración, atendiendo a su nula incidencia ambiental.

J) ARAGÓN

- Ley 3/2014, de 29 de mayo, por la que se modifica la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón. (BOA núm. 112, de 11 de junio).

La única modificación de la Ley de Montes de Aragón que merece destacar, por ser la única que tiene cierta relación con la ordenación del territorio, es la del art. 33.4 por la cual los planes y proyectos de interés general de Aragón que supongan transformación de las condiciones de un área forestal requieren, previo a la aprobación definitiva, informe  preceptivo del departamento competente en materia de medio ambiente e impone la obligación de compensar la superficie forestal afectadas en otras áreas susceptibles de reforestación.

- Decreto 102/2014, de 24 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se regulan las bases para la concesión de subvenciones destinadas a financiar actuaciones de urbanización de suelo con destino a viviendas protegidas, la promoción de alojamientos colectivos protegidos y la rehabilitación de viviendas en el medio rural. (BOA núm. 131, de 7 de julio).

Su objeto consiste en establecer las bases reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas a financiar tres tipos de actuaciones:

1. urbanización de suelo con destino a viviendas protegidas, 

2. promoción de alojamientos colectivos protegidos y 

3. rehabilitación de viviendas en el medio rural.

Las subvenciones se regirán también por el resto de la normativa estatal o autonómica aplicable a las subvenciones otorgadas por la Administración de la C. A. de Aragón y por las órdenes posteriores que regulen las convocatorias públicas.

Los procedimientos de concesión de las subvenciones se tramitarán en régimen de concurrencia competitiva y de acuerdo con los principios de publicidad, objetividad, transparencia, igualdad y no discriminación.

Además de la instrucción y resolución del procedimiento, el decreto también regula las obligaciones generales de los beneficiarios, las obligaciones tributarias y de seguridad social, pagos y control y seguimiento, para, posteriormente, referirse más extensamente a cada uno de los programas de ayudas. 

En concreto, las ayudas para la conclusión de la urbanización del suelo destinado a vivienda protegida están previstas para actuaciones no solo de urbanización sino también de adquisición de suelo para posterior edificación de vivienda protegida, que habiendo sido subvencionadas con cargo a planes de vivienda de los periodos 2005-2008 o 2009-2012, no hayan podido concluir su ejecución por razones económicas o financieras.

Son beneficiarios de las ayudas los promotores o gestores originarios o los que los hayan sustituido en su condición de promotor o gestor “por cualquier título jurídico bien sean Administraciones Públicas, Juntas de Compensación o Cooperación o Promotores individuales, sea cual fuera la forma jurídica que adopten”.

Tienen que acreditar la concesión de ayudas previas, aportar compromiso notarial de concluir la actuación en 6 años desde la entrada en vigor del decreto o de devolver las cantidades subvencionadas en caso contrario, así como acreditar la viabilidad técnico-financiera y urbanística del proyecto.

El pago de la subvención será fraccionable en anualidades en función de la nueva programación de las actuaciones. El beneficiario justificará documentalmente y de manera anual la realización de las inversiones previstas para ese año.

Las ayudas destinadas a la promoción de alojamientos colectivos protegidos en régimen de arrendamiento destinado a colectivos en situación de especial vulnerabilidad, van destinadas al impulso, redacción del proyecto, la edificación y la gestión de los alojamientos.

Se requieren suelos a los que la ordenación urbanística atribuya un uso compatible con el destino de esos alojamientos, que además deben reunir unos requisitos mínimos de superficie útil mínima de cada alojamiento, la existencia de servicios comunes ajustados a las necesidades  de los colectivos a que se destine la promoción, diseño que permita la utilización autónoma como una vivienda, ejecución de plazas de garaje, vinculadas o no a la vivienda.

La cuantía máxima de la subvención será de 250 euros/m2 de superficie útil de alojamiento, que podrá ser abonado en varias anualidades. Antes de la puesta en servicio del alojamiento colectivo no pueden efectuarse pagos superiores al 50% del importe de la subvención.

Las personas a las que van destinados estos alojamientos tienen que cumplir alguna de las condiciones indicadas en el artículo 22 del decreto: unidades de convivencia con ingresos igual o inferiores a 1,5 veces el IPREM; menores de 35 años o mayores de 45 años, con ingresos inferiores a 1,2 veces el IPREM; mujeres víctimas de violencia de género; víctimas de terrorismo; afectados por situaciones catastróficas; personas dependientes; procedentes de operaciones para la erradicación del chabolismo, etc…

Otro de los programas es el de ayudas a la rehabilitación de viviendas unifamiliares ubicadas en el medio rural. Tiene por objeto subvencionar la ejecución de obras y trabajos de mantenimiento e intervención en las instalaciones fijas, estructura y arquitectura de edificios, destinados a viviendas unifamiliares ubicadas en municipios de menos de 500 habitantes que cumplan determinados requisitos: que el edificio hubiese sido finalizado antes de 1981 y que la vivienda constituya el domicilio habitual de los propietarios o arrendatarios. Las actuaciones subvencionables deben ir dirigidas a la conservación, mejora de la calidad y sostenibilidad, realización de ajustes razonables en materia de accesibilidad y cualquier otro aspecto que determine la convocatoria; supuestos todos estos que el decreto desarrolla más ampliamente.

No son subvencionables actuaciones de rehabilitación cuyo coste subvencionable sea inferior a 2.000 euros.

El plazo de ejecución de la obra de rehabilitación no puede exceder de 16 meses contados desde la notificación de a resolución de concesión de la ayuda, razón por la cual entiendo que los Ayuntamientos deberían tenerlo en cuenta a la hora de imponer los plazos de ejecución en la correspondiente licencia de obras o declaración responsable.

Son beneficiarios los propietarios o arrendatarios de edificios destinados a vivienda unifamiliar cuyos ingresos no superen 2,5 veces el IPREM.

- Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón. (BOA núm. 140, de 18 de julio).

La D. F. 3ª de la Ley 4/2013,de 23 de mayo, por la que se modificó la Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón autorizó a la refundición de las disposiciones legales vigentes en materia de urbanismo de la C. A. de Aragón, al tiempo que imponía la obligación de sistematizar, regularizar, renumerar, aclarar y armonizar esos textos, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la ley.

En cumplimiento de esta D. F. 3ª, la Exposición de motivos del Decreto Legislativo 1/2014 dice textualmente que “la refundición no se ha limitado a integrar en un texto único todas las modificaciones legales que han dado una diferente redacción a determinados preceptos o han introducido nuevas disposiciones. También se ha procedido a revisar la estructura de la ley ajustando la numeración de los artículos y, por tanto, las remisiones y concordancias entre ellos. Igualmente se ha aprovechado para actualizar algunas remisiones a la normativa estatal. Por último, se ha revisado la parte final de la Ley de Urbanismo de Aragón, adaptándola a las exigencias derivadas del tiempo transcurrido desde la aprobación de la misma y de sus variadas modificaciones”.

Con todo ello, lo que quizás sea más llamativo del texto refundido es lo atinente a su entrada en vigor, ya que hace depender la entrada en vigor de este texto refundido de la publicación y entrada en vigor de otro texto legal posterior, la Ley 8/2014, de 23 de octubre, de modificación de la Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón (BOA núm. 214, de 31 de octubre), que comentamos más adelante. Y esto precisamente porque de haber entrado en vigor al día siguiente o a los 20 días de su publicación, como habitualmente se acostumbra, se hubiera producido un vacío legal en el régimen jurídico de los Planes y Proyectos de Interés General, cuya regulación se trasladó a este último texto legal. Recuérdese que la D. T. 18ª de la LUA en la versión dada por la Ley 4/2013 mantenía transitoriamente la regulación de los arts. 87 a 93 LUA. 

- Decreto 120/2014, de 22 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Plan Aragonés para el fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas en el periodo 2014-2016. (BOA núm. 147, de 29 de julio).

Pocos son los cambios introducidos en el proyecto de decreto, después de su tramitación, del que dimos somera cuenta en el informe de mayo de 2014.

Este decreto sigue escrupulosamente, como el proyecto, las directrices del R. D. 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento al alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbana, 2013-2016, indicándolo así a lo largo de su articulado. 

Distingue 6 programas de actuaciones subvencionables, que se financiarán según las dotaciones consignadas en el convenio entre el Ministerio de Fomento y la C. A. de Aragón, las aportaciones de esta C. A. y de las Corporaciones Locales de Aragón que consignen en sus presupuestos y las que deriven de la colaboración privada. 

El sistema de concesión de ayudas se realizará en régimen de concurrencia competitiva o de concesión directa, los beneficiarios son los indicados en cada uno de los programas y posibilita la concesión de anticipos de hasta el 100% de la cuantía de la subvención concedida, previa la presentación de garantías.

El programa de ayuda al alquiler de vivienda incluye dos actuaciones: la ayuda al alquiler de vivienda y el fomento del parque público de vivienda en alquiler. La primera tiene como objeto facilitar el acceso y permanencia en una vivienda, en régimen de alquiler, a sectores de población con escasos medios económicos. Sólo pueden ser beneficiarios las personas físicas mayores de edad que reúnan todos los requisitos previstos en el RD 233/2013. El límite de la ayuda subvencionable es el 40% de la renta anual del alquiler de la vivienda habitual, con un máximo de 2.400 €/año por vivienda. Se conceden por un periodo de 12 meses y se abonan mensual y proporcionalmente.

El programa de fomento de la rehabilitación y mejora de la calidad de los edificios tiene por objeto financiar la ejecución de obras y trabajos de mantenimiento e intervención en las instalaciones fijas y equipamiento propio, así como en elementos y espacios privativos comunes de los edificios de tipología residencial colectiva, en los términos del RD 233/2013. En caso de que la rehabilitación conlleve obras de adecuación en el interior de alguna vivienda, podrá incluirse el coste en el presupuesto  protegido de la rehabilitación siempre que no supere el 10% del coste global subvencionable.

No son subvencionables actuaciones de rehabilitación cuyo coste sea inferior a 1.000 €/vivienda y por cada 100 m2 de local.

La ejecución de las obras no puede exceder de 16 meses contados desde la recepción de la notificación de la ayuda (sin perjuicio de prórroga hasta 18 meses en determinados casos), plazo éste que habrá de tenerse en cuenta para su incorporación en el condicionado de la licencia urbanística municipal o, en su caso, declaración responsable, a fin de evitar inseguridad jurídica de consecuencias desagradables para los particulares. En ningún caso, el plazo de ejecución puede exceder del 31-12-2016.

Las actuaciones subvencionables, los beneficiarios y el tipo y cuantía de las ayudas se remiten a lo indicado en el RD 233/2013.

El programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas tiene por objeto la financiación de la realización conjunta de obras de rehabilitación en edificios y viviendas, de urbanización o reurbanización de espacios públicos y, en su caso, de edificación en sustitución de edificios demolidos, dentro de ámbitos de actuación previamente delimitados, con la finalidad de mejorar los tejidos residenciales y recuperar funcionalmente los conjuntos históricos, centros urbanos, barrios degradados y núcleos rurales. 

Para que estas actuaciones sean subvencionables es requisito indispensable que se suscriban los correspondientes acuerdos en las comisiones bilaterales de seguimiento, de las que formarán parte el Ayuntamiento del término municipal en el que se realice la intervención, además de que los beneficiarios deben presentar previamente la documentación exigida por el RD 233/2013.

Las actuaciones subvencionables y el tipo y cuantía de las ayudas se remiten a lo indicado en el RD 233/2013. Los beneficiarios, además, serán quienes asuman la responsabilidad de la ejecución integral del ámbito de actuación y cumplan los requisitos del reglamento estatal.

El programa de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios tiene por objeto impulsar la generalización de este informe, siempre que incluya las condiciones de accesibilidad, eficiencia energética y estado de conservación de los edificios con una subvención que incluirá los gastos de honorarios profesionales por su emisión.

Al programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas le corresponde la financiación de ejecución de proyectos de especial trascendencia, basados en líneas estratégicas que desarrolla el R. D. 233/2013,esto es, mejora de barrios, centros y cascos históricos, renovación de áreas funcionalmente obsoletas, renovación de áreas para la sustitución de infravivienda, ecobarrios y zonas turísticas. 

Pueden ser beneficiarios de estas ayudas, además de los propietarios de edificios y comunidades de propietarios, las Administraciones Públicas.

La selección de los proyectos correspondientes a una o varias líneas estratégicas se efectuarán mediante convocatoria que definirá los requisitos necesarios para la participación y el procedimiento de selección de los proyectos.

Al igual que se indicó del proyecto, el decreto autonómico mantiene las mismas carencias que el estatal. No incluye la ayuda a la compra de vivienda protegida y tampoco soluciona los consecuentes problemas de esta decisión en los instrumentos municipales de planeamiento y gestión, una vez eliminada la reserva de vivienda protegida en alquiler de la C. A. pero persistiendo la obligación de que los instrumentos reserven un importante porcentaje de suelo con destino a vivienda protegida. Antes al contrario, la Orden de 12 de mayo de 2014, del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo, Vivienda y Transportes, por la que se regula la calificación de vivienda protegida de Aragón aclara que “las calificaciones provisionales o definitivas que se obtengan al amparo de la presente orden no serán objeto de ayuda ni financiación estatal ni autonómica…”.

- Decreto 129/2014, de 29 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de los Consejos Provinciales de Urbanismo. (BOA núm. 153, de 6 de agosto). Corrección de errores BOA núm. 177, de 29 de agosto.

Deroga el Decreto 101/2010, de 7 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprobó el Reglamento del Consejo de Urbanismo de Aragón y de los Consejos Provinciales de Urbanismo.

Tiene por objeto la regulación de la composición, funciones, y ejercicio de la actividad de los Consejos Provinciales de Urbanismo y del régimen de notificación y de impugnación de acuerdos adoptados por éstos.

Son órganos colegiados de la Administración de la Comunidad Autónoma, de ámbito provincial, con funciones de carácter activo, consultivo y de participación en materia de urbanismo. Compuestos por un Presidente, un vicepresidente, vocales y secretario, el decreto atribuye a los Consejos Provinciales de Urbanismo una amplia lista de funciones:

a) Aprobar definitivamente los PGOU y las DSU de los municipios de su provincia, así como sus modificaciones,

b) Emitir informe-propuesta previo a la aprobación definitiva de los PGOU de varios municipios de distintas provincias

c) Mostrar conformidad a los documentos refundidos de planeamiento cuya elaboración hayan requerido.

d) Emitir informe en las consultas que en relación a los planes generales y sus revisiones y modificaciones debe plantear el Ayuntamiento, una vez concluida la información pública del documento aprobado inicialmente, sobre la existencia o no de motivos de denegación de la aprobación definitiva o defectos del procedimiento que impidan su continuación.

e) Emitir informe en las consultas que pueda recabar el Ayuntamiento sobre la viabilidad de la delimitación de sectores en suelo urbanizable no delimitado.

f) Informar los Planes Parciales y Especiales de desarrollo de directrices territoriales y de desarrollo del Plan General.

g) Emitir informe a solicitud del Ayuntamiento sobre los Planes Parciales y las modificaciones de menor entidad de Planes Generales, en los supuestos de homologación de la acreditación de los medios técnicos municipales o comarcales.

h) Informar los proyectos de convenio urbanístico de planeamiento.

i) Aprobar inicial y provisionalmente los Planes Especiales Independientes que tengan por finalidad el establecimiento de reservas de terrenos para la constitución o ampliación de los patrimonios públicos de suelo, cuando sean promovidos por la Administración de la Comunidad Autónoma.

j) Aprobar definitivamente los demás Planes Especiales Independientes no incluidos en la letra anterior.

k) Informar los expedientes de autorización especial de usos en suelo no urbanizable, incluidos los relativos a la autorización de edificaciones y construcciones conforme al régimen especial de la zona de borde.

l) Informar la orden del Consejero competente en materia de urbanismo relativa a la aplicación del régimen urbanístico simplificado para pequeños municipios.

m) Informar los expedientes relativos a la ejecución de grandes obras de ordenación territorial o cuando concurran razones de urgencia o de excepcional interés público en los supuestos en que el Ayuntamiento manifieste disconformidad con los mismos.

n) Informar la suspensión total o parcial de la eficacia de cualquier instrumento de planeamiento urbanístico en los casos de grave incumplimiento por los municipios en el ejercicio de competencias urbanísticas que impliquen una manifiesta afectación a la ordenación del territorio y urbanismo competencia de la Comunidad Autónoma de Aragón, así como en aquellos supuestos en que expresamente lo establezcan la legislación de ordenación del territorio o la legislación sectorial.

ñ) Resolver los recursos de reposición y los requerimientos previos a la vía contencioso administrativa que se planteen contra acuerdos del Consejo Provincial.

o) Declarar la caducidad de los expedientes, aceptar la renuncia a la tramitación o tener por desistido de la tramitación al promotor, en los supuestos contemplados en la LRJAPyPAC.

También ejercerán cuantas competencias se le otorguen legalmente y deben ser oídos en el procedimiento de aprobación de la Norma Técnica de Planeamiento y en cualquier otro supuesto legalmente establecido.

El funcionamiento de estos Consejos Provinciales es similar al de cualesquiera otros órganos colegiados. 

En relación con el tipo de acuerdo que pueden adoptar los Consejos Provinciales, el decreto distingue entre la resolución definitiva total o parcial. Esta última solamente en caso de que, aún prescindiendo de la parte no aprobada, el plan pueda aplicarse con coherencia. 

La parte no aprobada puede ser objeto de suspensión o de denegación. Se considera también suspendida en los casos en los que se produzca aprobación con reparos. En caso de que se trate de un texto refundido la resolución solo puede ser la de mostrar conformidad o no mostrar conformidad. 

Son defectos que motivan la suspensión de la tramitación del expediente de planeamiento urbanístico la falta de alguno de los informes sectoriales preceptivos establecidos por la normativa de aplicación, la falta de alguno de los documentos que justifiquen la realización de actos o trámites administrativos integrantes del expediente municipal, la falta de claridad sobre el objeto de la solicitud de acuerdo del CPU o la falta de algún trámite procedimental subsanable. El acto administrativo mediante el cual se procede a suspender la tramitación del expediente administrativo es susceptible de recurso administrativo exclusivamente en lo que se refiere a las causas determinantes de la suspensión.

Solamente procederá la devolución del proyecto técnico y de los expedientes remitidos cuando no reúnan los requisitos necesarios para su tramitación. El acto administrativo de devolución deberá notificarse antes del transcurso de la mitad del plazo establecido para la adopción de acuerdo por parte del Consejo Provincial, explicitando las causas que se aprecian para su devolución. En estos supuestos, el plazo se entenderá no iniciado.

Son causas que conllevan la ausencia de los requisitos necesarios para la tramitación del expediente de planeamiento urbanístico la ausencia de documentación que acredite la realización de los trámites correspondientes a la Evaluación Ambiental de Planes y programas, la falta de entrega de la documentación del proyecto técnico en soporte digital y con arreglo a los criterios de la NTP, en caso de que sea de aplicación, la ausencia de justificación de la realización del trámite de información pública, la ausencia de la totalidad de los informes sectoriales requeridos por la normativa sectorial o de aquellos que se consideren determinantes en la resolución del expediente, la adopción de acuerdos por órgano manifiestamente incompetente de acuerdo con la normativa urbanística y de régimen local.

Este acto de devolución también se susceptible de recurso administrativo.

En los supuesto de informes desfavorables, el Ayuntamiento afectado no puede apartarse del sentido y contenido de los informes emitidos por los Consejos a los que la LUA atribuye carácter vinculante.

El decreto regula la notificación, publicación e impugnación de los acuerdos de los Consejos provinciales de Urbanismo y sus efectos, distinguiendo según se trate de aquellos adoptados en el ejercicio de funciones relativas a instrumentos de planeamiento o el resto.

También regula de manera extensa las Ponencias Técnicas, que tienen como finalidad preparar los asuntos, informar, elaborar las propuestas de resolución y ejercer el resto de funciones que se les atribuya cada Consejo Provincial de Urbanismo, pudiendo acordar la creación de otras Ponencias Técnicas para asuntos específicos.

- Decreto Legislativo 2/2014, de 29 de agosto, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón. (BOA núm. 176, de 9 de septiembre). 

El Decreto Legislativo regula, entre las cooperativas de primer grado, las cooperativas de viviendas, definidas como aquellas cuyo objeto es procurar el precio de coste, exclusivamente para los socios, viviendas, servicios o edificaciones complementarios, así como la rehabilitación. Pueden organizar el uso y disfrute de los elementos comunes y regular la administración, conservación y mejora de los mismos. A las de viviendas protegidas les resultan de aplicación las limitaciones de precio y coste establecidas por su normativa específica.

Tienen facultad de adquisición, parcelación y urbanización de terrenos y cuantos trabajos sean necesarios para el cumplimiento del objeto social.

Sólo pueden ser socios las personas físicas, otras cooperativas y personas jurídicas sin ánimo de lucro.

El Decreto legislativo regula el procedimiento de devolución de las aportaciones en caso de baja del socio. Varias personas pueden ser titulares de una sola vivienda, todas ellas reunirán la condición de socio pero solo se expresará un voto. No se puede ser titular de más de una vivienda de promoción cooperativa, con excepciones.

Los estatutos pueden prever las normas a que se ajusten el uso y disfrute por los socios de sus derechos y obligaciones y de la cooperativa. Puede enajenar y arrendar a terceros no socios  los locales o edificaciones complementarias. También pueden establecer el derecho de tanteo y retracto a favor de la cooperativa.

Constituyen una modalidad especial dentro de las cooperativas de viviendas aquéllas cuyo objeto social es la construcción de plazas de aparcamiento para vehículos.

También se regula con detenimiento la gestión y el régimen económico financiero de este tipo de cooperativas.

Es necesario el sometimiento a auditoría externa antes de presentar las cuentas anuales para su aprobación por la asamblea, en determinados casos. Las aportaciones realizadas como pagos a cuenta de la vivienda deben ser aseguradas por la cooperativa, sin que puedan exigirse aportaciones antes de la adquisición del suelo sobre el que haya de construirse las viviendas.

La promoción de viviendas en régimen de cooperativa exige el cumplimiento de varios plazos; 3 años desde la constitución de la cooperativa para la adquisición del suelo y 5 años desde la adquisición del suelo para el inicio de las obras de edificación. Estos plazos pueden ser prorrogados excepcionalmente y por causas no imputables a las cooperativas ni a sus entes gestores.

Finalmente, el BOA núm. 214, de 31 de octubre publicó la Ley 8/2014, de 23 de octubre, de modificación de la Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón.

Como manifiesta su Exposición de Motivos, el objetivo de la modificación de la LOTA es el de coordinar y evaluar las restantes políticas públicas, habida cuenta que se traducen en decisiones con trascendencia territorial. Las reformas pretenden robustecer el alcance de la función ordenadora del territorio y flexibilizar su aplicación, sin que las modificaciones afecten a la estructura y sentido general de la ley.

Las novedades más importantes son:

A) Amplía las competencias del COTA. Resulta interesante mencionar la letra e) del art. 9.5, que exige informe territorial del COTA sobre los planes generales de municipios distintos de las capitales de provincia que “por su trascendencia territorial, determine el Consejero competente en materia de ordenación del territorio”, previsión resulta bastante imprecisa. 

Se echa en falta la calificación de estos informes o dictámenes del COTA. Que son preceptivos se deducen de su inclusión en el artículo 9.5 de la ley, pero al no decir nada de su obligatoriedad, habrá de entenderse que no son vinculantes. Tampoco se establece plazo alguno para la emisión de los mismos ni los efectos positivos o negativos del silencio administrativo.

B) En lo relativo a la Estrategia de ordenación territorial de Aragón, las modificaciones introducidas son de mera sistemática. No afectan al procedimiento de alteración de las mismas. Sin embargo, la nueva redacción propuesta para la Disposición Adicional 7ª de la LOTA supone la eliminación de la obligatoriedad de iniciar la redacción de la EOTA en el plazo de un año y de redactar el Programa de Gestión Territorial de Aragón, una vez aprobada aquélla.

C) Regulación de los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón.

Como ya se indicó en el informe de mayo de 2014, a propósito del comentarios del proyecto, la modificación de la LOTA obedece a la previsión contenida en la Ley 4/2013, de 23 de mayo, que modificó la Ley 3/2009, de 17 de junio de Urbanismo de Aragón. En concreto, la DT 18ª de la LUA disponía el carácter transitorio de los artículos 87 a 93 “en tanto no se regule la integridad del procedimiento de aprobación de los planes y proyectos de interés general de Aragón en la normativa sobre ordenación del territorio”. Por esta razón, la modificación de la LOTA incluye en su articulado toda la regulación sobre los planes y proyectos de interés general de Aragón, puesto que es más propia de la ordenación del territorio que de la de urbanismo. De hecho, la D. D. única deroga expresamente estos artículos.

Y ya hemos dicho más arriba que a esta razón obedece que el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón entre en vigor el mismo día que esta ley.

1.- El objeto regulado en el artículo 33.1 sufre alguna alteración, aunque parezca ser similar en contenido al art. 87.1 LUA/2009. Elimina la posibilidad de utilizar estos instrumentos para “la ejecución de cualesquiera actuaciones conjuntas, concertadas o convenidas, en todo caso, por la Administración de la Comunidad Autónoma y los municipios para el ejercicio conjunto de sus competencias” o para “otras finalidades expresamente establecidas por Ley”, que daba lugar a una interpretación extensiva de los PIGAs. Tampoco alude expresamente a los programas y políticas públicas de suelo y vivienda, si bien es verdad que al no dar una calificación concreta a los “planes y programas propios de la Administración de la Comunidad Autónoma o gestionados conjuntamente con otras Administraciones Públicas”, parece que está subsumiendo en la letra b) del art. 33.1 las letras b), d) y e) del art. 87.1 LUA. 

El art. 33.1.c) añade a la implantación de actividades industriales y de servicios de especial importancia, las actividades “energéticas” y “de ocio de especial importancia, tales como los centros de esquí y montaña definidos en la legislación turística”. La D.A.9ª sobre ‘Criterios territoriales en los centros de esquí y de montaña’, introducida por el artículo 4 de la Ley 8/2011, de 10 de marzo, de medidas para compatibilizar los proyectos de nieve con el desarrollo sostenible de los territorios de montaña, ya daba por hecho la posibilidad de tramitar PIGAs para la ubicación de centros de esquí y montaña, por lo que no supone ninguna novedad su inclusión en el artículo 33.1.c). Sí es novedosa la incorporación de las actividades energéticas.

2.- Clasificación del suelo. El hecho de que estos planes y proyectos se ubiquen “preferentemente en suelo urbanizable no delimitado o en suelo no urbanizable genérico”, no supone ninguna diferencia respecto de la regulación anterior, porque a renglón seguido admite la posibilidad de que, justificadamente, pudieran afectar a otras clases y categorías de suelo; esto es, suelo no urbanizable de especial protección y al suelo urbano. 

La posibilidad de implantar determinados usos en suelo no urbanizable tanto genérico como de especial protección ha sido ampliada, por la vía de la previa autorización por razón de interés público o social en la modificación de la LUA, por Ley 4/2013. Ahora la motivación vendría justificada “tanto la necesidad de la concreta ubicación como la compatibilidad con los valores propios del suelo afectado”.

Respecto del suelo urbano, hay que tener en cuenta que, si como reza el artículo 32, los PIGAs son instrumentos para la “implantación de actividades de especial trascendencia territorial que hayan de asentarse en más de un término municipal o que, aun asentándose en uno solo, trasciendan de dicho ámbito por su incidencia territorial, económica, social o cultural, su magnitud o sus singulares características”, será muy difícil que la magnitud del suelo urbano no consolidado del municipio sea de tal entidad como para implantar esas actividades (se entiende que en el suelo urbano consolidado los usos ya estarán implantados y la modificación de los mismos por los PIGAs supondría una modificación sustancial del planeamiento con la consiguiente indemnización, en su caso, por cambio del planeamiento). 

3.- Distingue entre promotor inicial y promotor definitivo.
Respecto del promotor inicial, a diferencia de la regulación anterior en la que parecía distinguir la impulsión y ordenación del procedimiento (que solo concernía a la Administración de la C. A.) o el inicio del expediente (que podía ser de oficio o a instancia de la iniciativa privada), ahora al indicar que “podrán ser promovidos” tanto por la iniciativa pública como por la iniciativa privada, parece estar atribuyendo a la iniciativa privada también la impulsión y ordenación del procedimiento. 

Lástima que no se haya aprovechado la modificación para incluir los municipios como sujetos de la promoción inicial del plan o proyecto de interés general de Aragón. 

4.- Procedimiento. Distingue dos procedimientos distintos; la declaración previa de interés general y el procedimiento de aprobación del plan o proyecto. 

Respecto de la primera, las innovaciones más importantes son que, a partir de ahora, el Departamento de ordenación del territorio es el que tramitará en exclusiva estos planes y proyectos y emitirá el informe con conclusiones, sin prejuicio de que colaboren con él otros departamentos por su relación con la materia, a diferencia de la regulación hasta ahora vigente en la que se atribuía la tramitación al departamento competente por razón de la materia, fuese éste, industria, medio ambiente, etc. 

En el caso de iniciativa privada, transcurridos 3 meses sin resolución expresa, el silencio opera en sentido negativo. Pero nada dice la ley de la caducidad del expediente por el transcurso de 6 meses sin resolución expresa, en el caso de que la iniciativa sea pública.

Mantiene los mismos casos de declaración de interés general implícita. 

Respecto al procedimiento de aprobación de los planes o proyectos, básicamente es el mismo que en la regulación anterior. Se considera acertado que el órgano competente de la tramitación y de la aprobación inicial esa el Consejero competente en materia de ordenación del territorio, en lugar de que se produzca una resolución conjunta de los consejeros competentes en materia de urbanismo y del departamento promotor, porque, como ya se dijo antes, lo que prima en estos instrumentos es la coherente ordenación territorial y no otras políticas sectoriales.

En el caso de la audiencia a los municipios afectados, el art. 41.3 acota el contenido de estos informes cuando puntualiza “… que informarán particularmente sobre la delimitación del ámbito de ordenación o actuación”, límite que no estaba previsto antes con lo que se restringe considerablemente la participación de los municipios afectados y la efectividad del trámite de audiencia.

Sí supone una novedad la regulación del procedimiento de modificación de los Planes y Proyectos (art. 42). En primer lugar, el proyecto distingue entre modificaciones sustanciales y no sustanciales, pero no define qué sean unas y otras. Ahora, el art. 42.3 remite la determinación de si una modificación es o no sustancial a la discrecionalidad del departamento competente en ordenación territorial, sin perjuicio de que incluya varios criterios para acotar esa discrecionalidad, en los que se aprecian conceptos jurídicos indeterminados susceptibles de generar gran inseguridad jurídica.

También indica la documentación mínima que debe reunir la modificación de los planes y PIGAs.

Prevé una convocatoria pública para la selección de la ubicación concreta de un plan o proyecto cuando no estuviere predeterminada en la propuesta de actuación

En cuanto a los efectos, la ley faculta para que los PIGAs puedan autorizar la urbanización, siendo directamente ejecutables. Los correspondientes actos de edificación y uso del suelo, salvo que hubieran sido declarados PIGAs, quedan sujetos a la obtención del título habilitante de naturaleza urbanística. No obstante, los PIGAs podrán autorizar la edificación, siendo directamente ejecutables sin necesidad de título habilitante de naturaleza urbanística, no pudiendo ser suspendido por el Gobierno de Aragón o la autoridad judicial competente.

En orden al régimen de cesiones y recepción de la urbanización, aunque mantiene una regulación similar a la del antiguo art. 99 de la LUA, la modificación aplica el régimen de la legislación urbanística para la recepción y conservación de las obras de urbanización no solo a “las cesiones obligatorias y gratuitas de terrenos destinados a sistemas generales y dotaciones locales y cualesquiera otras que procedan”, sino también a “la recepción de las obras de urbanización”.

Con carácter general, el destinatario final de los terrenos objeto de cesión será el municipio, la cesión del aprovechamiento en los PIGAs de uso dominante residencial corresponderá íntegramente al municipio y en otros casos por mitades a distribuir con la Administración de la C. A.

La cesión siempre tendrá lugar a favor de la C. A. para su posterior entrega al municipio, salvo que medie el correspondiente convenio interadministrativo simultáneo o posterior al Plan de Interés General de Aragón y se pacte la realización de las cesiones directamente al municipio. 

Podrá pactarse la transmisión al municipio de los terrenos correspondientes para su incorporación al patrimonio municipal del suelo o su afectación a los usos previstos en el planeamiento mediante la aprobación definitiva por el órgano autonómico competente del proyecto de reparcelación.

La Administración de la Comunidad Autónoma deberá entregar al municipio los terrenos correspondientes a las cesiones cuando el municipio reciba la urbanización y, en su caso, asuma la tutela de la entidad de conservación, salvo que lo haya hecho en un momento anterior.

El municipio no podrá disponer de los terrenos en los que se localice la cesión de aprovechamiento medio hasta que reciba la urbanización y, en su caso, asuma la tutela de la entidad de conservación, salvo que así se pacte en el convenio interadministrativo correspondiente. Esta prohibición de disponer constará expresamente en el proyecto de reparcelación y se inscribirá en el Registro de la Propiedad.

D). Regulación de otros instrumentos.

- El actual Centro de Información Territorial de Aragón pasa a llamarse Instituto Geográfico de Aragón.

- Regula la Infraestructura de Datos Espaciales de Aragón (IDEAR).

- Incluye, entre los documentos informativos territoriales, los mapas de paisaje.

E) Regulación de los instrumentos de tutela del paisaje.

Se incluye un nuevo Título VI dedicado a los “Instrumentos de tutela del paisaje” (arts. 68 a 72). Reconoce jurídicamente los paisajes de Aragón como elemento fundamental del entorno humano, que extiende a “cualquier parte del territorio tal como la percibe la población” y con la consiguiente aplicación de esta normativa a esos terrenos que “abarcarán las áreas naturales, rurales, urbanas y periurbanas”, desde los paisajes excepcionales hasta los degradados. En definitiva, esta normativa es aplicable a todo el territorio de Aragón.

La integración del paisaje constituye un criterio orientativo en los instrumentos urbanísticos. En realidad, son documentos de intenciones, porque la regulación de los mapas de paisaje es tan escueta que solo los define y establece su contenido mínimo pero no refiere los posibles efectos sobre los instrumentos de ordenación del territorio ni sobre los instrumentos de planeamiento.

Con la regulación de los mapas de paisaje elimina la mención a los mapas de riesgos, que en la LOTA 4/2009 (art. 46) tienen por objeto evaluar los riesgos naturales e inducidos en el territorio y cuya coordinación en la elaboración y actualización se atribuye actualmente al Centro de Información Territorial de Aragón de coordinación. 

Pareciera que la regulación proyectada para los mapas de paisaje no fuera un simple cambio de la denominación del instrumento informativo, sino que afecta en gran medida a los riesgos que pretenden protegerse. En este último caso, parece que subyace una protección del entorno visual y natural, mientras que en el caso de los mapas de riesgos lo que pretenden es acotar la incidencia que esos riesgos naturales puedan tener en lo territorial, urbanístico, ambiental, etc.

En definitiva, la modificación de la LOTA, pese a su extenso contenido, varía muy poco en cuanto al fondo. 

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

G) LA RIOJA

- Decreto 31/2014, de 25 de julio, por el que se aprueba el Plan de Vivienda de La Rioja 2013-2016. (BOR núm. 93, de 28 de julio).

En líneas generales y, como ya hemos indicado respecto del Plan aragonés aprobado por Decreto 120/2014, de 22 de julio, del Gobierno de Aragón, en el caso de La Rioja tampoco son muchos los cambios introducidos en esta materia respecto de la regulación estatal contenida en el R. D. 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento al alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbana, 2013-2016.

Considera subvencionables las mismas actuaciones de los programas relacionados en el artículo 2 del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril. Esto es:

a) Programa de subsidiación de préstamos convenidos.

b) Programa de ayuda al alquiler de vivienda.

c) Programa de fomento del parque público de vivienda de alquiler.

d) Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria.

e) Programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas.

f) Programa de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios.

g) Programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas.

Pero, además de las anteriores, también añade dos programas más: el programa de apoyo al mantenimiento permanente de inmuebles y sus instalaciones generales y el programa de apoyo a la gestión del alquiler social.

Me referiré a estos dos últimos puesto que los primeros tienen una regulación muy similar a la que establece el R. D. 233/2013, del que traen causa todos los planes de vivienda, de la que dimos cuenta en informes anteriores.

El Programa de apoyo a la gestión del alquiler social tiene 3 líneas de actuación:

a) Ayudas a las entidades sin ánimo de lucro que gestionen las viviendas destinadas a alquiler social.

b) Colaboración con ONGs para fomentar las actuaciones de apoyo al alquiler social y contribuir a la consecución de sus objetivos.

c) Colaboración con los municipios riojanos, para la redacción de proyectos y contratación de la ejecución de las obras de rehabilitación de viviendas de propiedad municipal para su destino al alojamiento de personas en riesgo de exclusión social.

El objeto del programa es la financiación de los programas de viviendas destinadas a alquiler social de personas en riesgo de exclusión gestionados por las entidades sin ánimo de lucro.

Sus beneficiarios son las entidades sin ánimo de lucro que, teniendo entre sus finalidades sociales la atención a personas con riesgo de exclusión, gestionen programas de vivienda ubicadas en La Rioja, destinadas a alquiler social en favor de este colectivo.

En orden a la concesión de las ayudas, se hará por un año, en régimen de concurrencia competitiva y remite la regulación del procedimiento de concesión de las ayuda a la Orden que establezca las bases reguladoras para la concesión de las ayudas y se iniciará de oficio, mediante resolución de convocatoria aprobada por el Consejero competente en materia de vivienda y se ajustará a lo dispuesto en el Decreto 14/2006, de 16 de febrero.

La cuantía máxima de la ayuda será de hasta 1.200 € por vivienda/año.

La Consejería con competencias en materia de vivienda podrá suscribir convenios de colaboración con ONGs que gestionen programas de vivienda destinados a facilitar el alojamiento de personas en riesgo de exclusión social, para fomentar las actuaciones de estos programas y contribuir a la consecución de sus objetivos. También podrá firmar convenios de colaboración con los municipios riojanos, para la redacción de proyectos y contratación de la ejecución de las obras de rehabilitación de viviendas de propiedad municipal para su destino al alojamiento de personas en riesgo de exclusión social durante un plazo mínimo de cinco años, gestionado directamente por el propio Ayuntamiento o por entidades sin ánimo de lucro.

El alquiler de estas viviendas no podrá superar el precio máximo de alquiler para las viviendas protegidas de promoción pública establecido en el Decreto 33/2013, de 11 de octubre.

El Programa de apoyo al mantenimiento permanente de inmuebles y sus instalaciones generales pretende fomentar la implantación de los contratos de mantenimiento permanente de carácter preventivo de los inmuebles ubicados en la C. A. a fin de garantizar su adecuada conservación.

Son beneficiarios de estas ayudas las comunidades de vecinos, agrupaciones de comunidades o propietarios únicos de edificios de carácter predominantemente residencial, que firmen el contrato de mantenimiento permanente de carácter preventivo de inmuebles y sus instalaciones generales en las condiciones indicadas en el artículo siguiente.

El contrato de mantenimiento del edificio tendrá por objeto las revisiones periódicas que deban realizarse con arreglo a lo establecido en el Plan de mantenimiento del edificio o las mínimas establecidas en el Anexo I de la Orden que apruebe las bases reguladoras de esta ayuda y la duración mínima es de 1 año.

La subvención máxima será de 20 € por cada una de las viviendas de las que conste el edificio, y una cantidad máxima de 20 € por cada 100 m2 de superficie útil de local, sin que en ningún caso pueda superarse la cantidad de 500 €, ni el 50% del coste del contrato de mantenimiento del edificio en el periodo del año de vigencia.

Las ayudas se concederán en régimen de concurrencia competitiva. El procedimiento de concesión de las ayuda se regulará en la Orden que establezca las bases reguladoras para la concesión de las ayudas y se iniciará de oficio, mediante resolución de convocatoria aprobada por el Consejero competente en materia de vivienda y se ajustará a lo dispuesto en el Decreto 14/2006, de 16 de febrero.

- Ley 5/2014, de 20 de octubre, de administración electrónica y simplificación administrativa. (BOR núm. 131, de 22 de octubre).

En la misma línea que otras CC. AA., La Rioja ha dictado esta ley a fin de reconocer el derecho de los ciudadanos a relacionarse con la Administración Pública riojana y su sector público, potenciando y facilitando el uso de los medios electrónicos. Establece medidas de simplificación administrativa que permiten que el conjunto de actividades derivadas del ejercicio de las competencias de los órganos, organismos y entidades que conforman el sector público de la C. A., sus relaciones entre sí y con los ciudadanos, sean más ágiles, eficaces y eficientes.

A tal efecto, modifica diversos textos legales. Lo que nos interesa destacar en este informe son los cambios introducidos en las leyes 7/2004, de 18 de octubre, de Patrimonio Cultural, Histórico y Artístico, 2/2007, de 1 de marzo, de Vivienda y 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo:

En lo que a la Ley 7/2004, de 18 de octubre, de Patrimonio Cultural, Histórico y Artístico de La Rioja se refiere, a la finalidad general del Consejo Superior del Patrimonio Cultural, Histórico y Artístico de La Rioja de examinar e informar todos aquellos planes, proyectos, licencias, declaraciones y actuaciones relevantes que requieran autorización de la Consejería competente en materia de Cultura, añade específicamente informar “cuando sea requerido para ello por su presidente, de los actos de edificación y uso del suelo y subsuelo que afecten a los bienes inmuebles a los que se refiere el artículo 30 de la presente ley”. Artículo éste que también ha sido modificado para añadir en el régimen urbanístico de los bienes pertenecientes al patrimonio cultura, histórico y artístico de La Rioja, que el catálogo urbanístico que deben redactar los municipios será informado por la consejería con competencia en materia de cultura, con carácter previo a su aprobación, quedando la entidad local vinculada a la decisión de aquella. Lo mismo establece para la modificación de estos catálogos.

Añade a la redacción anterior que los actos de edificación y uso del suelo y del subsuelo que afecten a los edificios, espacios o elementos incluidos en los catálogos urbanísticos deberán ser informados por la consejería con competencia en materia de cultura con carácter previo a la concesión de la correspondiente licencia. Lo mismo exige para los actos de edificación y uso del suelo o del subsuelo que afecten a los determinados bienes de valor cultural (que la ley detalla), cuando se encuentren radicados en municipios en los que no se haya aprobado un catálogo urbanístico o si, en el momento de su redacción, no pudieron ser objeto de identificación.

Deroga la disposición transitoria segunda relativa a la protección preventiva de determinados bienes.

- Ley 2/2007, de 1 de marzo, de Vivienda de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Los artículos modificados se refieren al informe de evaluación de edificios y a los planes de actuación, para adaptar la terminología de la ley riojana a la legislación básica estatal.

- Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja. La modificación de la ley de urbanismo afecta al deber de conservación recogido en el art. 197, que ya había sido modificado recientemente por la Ley 13/2013, 23 diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2014.

Añade como novedad que, los Ayuntamientos, dentro del ámbito de sus competencias, exigirán a los propietarios de todos los edificios, excepto los edificios de titularidad pública afectos a servicio público, el Informe de Evaluación de Edificios en los términos, plazos y condiciones establecidos en la Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación urbanas, con la salvedad de que la antigüedad de los edificios deberá ser superior a 30 años y que el Informe de Evaluación de Edificios tendrá una vigencia de 5 años.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Decreto 71/2014, de 24 de julio, por el que se regula el Plan de Fomento del Alquiler de Viviendas, la Rehabilitación Edificatoria y la Regeneración y Renovación Urbanas 2013-2016 de Castilla-La Mancha. (DOCM núm. 144, de 29 de julio).

Este decreto sigue la estela de los decretos autonómicos a los que nos hemos referido anteriormente (el aragonés y el riojano) en cuanto que se limita, en este caso sin ninguna innovación, a desarrollar el Real Decreto estatal 233/2013, por lo que no entraremos en un extenso comentario, ya que no sería sino repetición de lo dicho hasta ahora.

No obstante, sí merece consideración especial algunas de sus disposiciones adicionales y finales.

En concreto, la D. A. 1º del Decreto 71/2014 regula la descalificación de viviendas con Protección Pública al disponer que, excepcionalmente, hasta el 10 de abril de 2016, se podrán descalificar las viviendas con protección pública de nueva construcción o procedentes de la rehabilitación, destinadas a la venta, y que hayan obtenido financiación estatal, siempre que hayan transcurrido al menos seis meses desde su calificación definitiva, y concurran varias condiciones:

a) Haber sido sometidas al procedimiento de selección de adquirentes o adjudicatarios correspondientes y haber resultado desierto aquél, como mínimo en un 80% del total de las viviendas. 

b) Hallarse situadas en un ámbito territorial específico en el que pueda acreditarse con datos objetivos y de manera fehaciente, que existen suficientes viviendas procedentes de la promoción libre, de similares características, tamaño y precio, terminadas en los últimos dos años, y sin vender. 

Las viviendas que hayan sido calificadas o declaradas como protegidas bajo la denominación de algún tipo de protección exclusivamente autonómico, también podrán ser objeto de descalificación de manera excepcional hasta el 10 de abril de 2016, siempre que hayan transcurrido al menos seis meses desde su calificación o declaración definitiva, sin que para ello sea necesaria la concurrencia de las condiciones exigidas.

La resolución de descalificación deberá acordar la devolución, en su caso, de las ayudas estatales y autonómicas percibidas: ayudas económicas directas percibidas, importe de las bonificaciones y de las exenciones tributarias e intereses legales correspondientes a ambas.

Asimismo, la D. F. 1ª del decreto introduce modificaciones en el Decreto 3/2004, de 20 de enero, de Régimen jurídico de las viviendas con protección pública en lo relativo al destino. También introduce un nuevo artículo sobre regímenes especiales de cambio de calificación de vivienda protegida.

En lo que al destino se refiere, la nueva regulación dispone que las viviendas con protección pública que hayan sido promovidas, adquiridas, o rehabilitadas para uso propio o para alquilar, se destinarán a residencia habitual y permanente de las personas propietarias o inquilinas, y deberán ser ocupadas por las mismas en el plazo de tres meses desde su entrega o desde la calificación y/o declaración definitiva, en el caso de promoción individual para uso propio. No podrán dedicarse a segunda residencia o cualquier otro uso que no sea el indicado anteriormente, con la excepción de las viviendas destinadas para alojamiento y para realojos temporales derivados de actuaciones de transformación urbanística. Existe la obligación de que el titular de la vivienda se empadrone en la ciudad donde ésta esté ubicada, debiendo figurar dicha vivienda como domicilio del titular.

Esta obligación de destinar la vivienda a residencia habitual podrá suspenderse por un período de 3 años, pudiendo arrendarla previa autorización de los Servicios Periféricos de la Consejería con competencias en materia de vivienda, cuando el propietario de la vivienda esté incurso en situación de desempleo y necesite arrendar la vivienda para poder hacer frente al pago de la hipoteca, cuando por motivos laborales tenga que desplazar su residencia habitual fuera de la provincia en que se encontraba fijada dicha vivienda, o por cualquier otra causa justificada.

En lo relativo a los regímenes especiales de cambio de calificación de vivienda protegida, se faculta para modificar la calificación provisional o definitiva de las viviendas protegidas para venta, procedentes de promociones de viviendas protegidas acogidas a financiación de los Planes de Vivienda, como vivienda protegida en alquiler; recalificación que no afectará al préstamo convenido, otorgado en su día y no legitimará la obtención de nuevas ayudas estatales. La recalificación supondrá la devolución, en su caso, de las ayudas estatales y autonómicas percibidas. Deberá anotarse en el RP.

L) ISLAS CANARIAS

- Ley 2/2014, de 20 de junio, de modificación de la Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias y de medidas para garantizar el derecho a la vivienda. (BOC núm. 123, de 27 de junio).

Las modificaciones introducidas en la Ley 2/2003, de vivienda de Canarias son numerosas. Las más destacadas afectan a los aspectos siguientes:

En cuanto al objeto de la ley añade la consideración de que “en materia de vivienda, forma parte del contenido esencial del derecho de propiedad privada el deber de destinar de forma efectiva el bien al uso habitacional previsto por el ordenamiento jurídico en coherencia con la función social que debe cumplir, así como mantener, conservar y rehabilitar la vivienda en los términos contemplados en la legislación vigente”, al tiempo que añade que el ejercicio de la potestad inspectora y sancionadora es una garantía del efectivo cumplimiento del derecho a una vivienda digna y adecuada.

Añade un nuevo artículo sobre el deber de colaboración “de cuantas personas físicas o jurídicas puedan aportar información o apoyo para asegurar la efectividad del derecho a una vivienda digna proclamado por la Constitución”, entre los que menciona expresamente a notarios, registradores de la propiedad y demás funcionarios públicos, las personas físicas y jurídicas relacionadas con la promoción e intermediación inmobiliaria, las empresas y personas jurídicas relacionadas con el suministro de los servicios de agua, gas, electricidad y telecomunicaciones, las entidades financieras y sus filiales inmobiliarias, y las entidades de gestión de activos.

Amplía las competencias y funciones del Instituto Canario de la Vivienda. Respecto a los medios económicos con que cuenta el Instituto, la modificación incluye las fianzas de los contratos de arrendamiento de fincas urbanas y suministros complementarios a las mismas, y las cantidades recaudadas en el ejercicio de la potestad sancionadora regulada por la ley, las provenientes de las multas coercitivas y los importes que se ingresen en concepto de contribución al pago de justiprecios en las expropiaciones de uso de las viviendas por las personas beneficiarias de las mismas. Estos recursos se destinarán a sufragar las expropiaciones de uso que se realicen en los procedimientos de desahucio por ejecución hipotecaria, a las medidas de fomento para propiciar el alquiler de viviendas deshabitadas y a la rehabilitación del parque público de vivienda.

Amplía el concepto de vivienda protegida no sólo a aquella que cumple unas determinadas condiciones de uso, destino, calidad, precio máximo establecido sino también superficie y diseño, que califique la consejería competente en materia de vivienda. Estas viviendas deben cumplir las normas técnicas, de tipología, de diseño y de calidad que se fijen reglamentariamente y, en todo caso la normativa sobre eficiencia energética de las edificaciones.

Con carácter general, las viviendas protegidas no podrán ser objeto de transmisión intervivos, ni de cesión de uso por cualquier título durante la vigencia de su régimen legal, si bien exceptúa el caso de la transmisión en el marco de un procedimiento de ejecución hipotecaria o acuerdo extrajudicial de dación en pago de deudas hipotecarias, en los que no se exigirá el reintegro de las ayudas o beneficios fiscales recibidos, siempre que se cumplan determinados requisitos.

Amplía las modalidades de promoción pública incluyendo la mediación entre entidades financieras o arrendadores, la adquisición de lotes de viviendas adquiridas por entidades financieras como consecuencia de la ejecución de garantía crediticia y el asesoramiento a personas en situación de amenaza de pérdida de su vivienda por ejecuciones hipotecarias.

Pero la modificación más importante de la ley es la introducción de un nuevo Título VIII titulado ‘Medidas para evitar la existencia de viviendas deshabitadas’ siguiendo la estela de otras comunidades autónomas.

Reconoce que el ejercicio efectivo del derecho a una vivienda digna y adecuada, exige su destino al uso habitacional para el que fueron construidas. En el caso de que el titular de una vivienda deshabitada sea una persona física, su destino será la venta o arrendamiento para ese fin y que, en el caso de ser personas jurídicas los titulares, las viviendas deshabitadas no podrán ser objeto de especulación y habrán de destinarse al uso habitacional que les es propio. 

Presume que la vivienda no está habitada “cuando no se destine efectivamente al uso residencial previsto por el ordenamiento jurídico o por el planeamiento urbanístico durante más de seis meses consecutivos en el curso de un año desde el último día de efectiva habitación”, y cuando “no cuente con contrato de suministro de agua o de electricidad o presente nulo o escaso consumo de suministros, calculados con base en la media habitual de consumo por vivienda y por año”, valores que serán facilitados por las compañías suministradoras que presten servicio en el municipio. Igualmente, la ley incorpora lo que llama “indicios de no habitación”.

La ley establece un procedimiento contradictorio para la declaración de una vivienda deshabitada, que tiene un plazo de caducidad de 6 meses desde su inicio y hasta la notificación de la resolución.

La resolución declarativa de vivienda deshabitada se dictará por el titular de la presidencia del Instituto Canario de la Vivienda y será notificada a la persona propietaria de la vivienda o grupo de viviendas, en todo caso, y a las demás personas interesadas que puedan resultar del procedimiento.

De la resolución declarativa se dará traslado al Registro de Viviendas Deshabitadas al objeto de proceder a su inscripción, y será notificada al ayuntamiento en cuyo término se ubique la vivienda a fin de que por el mismo se proceda, en su caso, a la aplicación del recargo del Impuesto de Bienes Inmuebles conforme establece la ley reguladora de este tributo.

La Ley crea el Registro de Viviendas Deshabitadas como instrumento básico para el control y seguimiento de las viviendas que hayan sido declaradas deshabitadas, “al servicio del ejercicio de las potestades sancionadoras y de las medidas de fomento que reconoce la presente ley”. Este registro tiene carácter autonómico y remite a desarrollo reglamentario las clases de asientos, las resoluciones y actos inscribibles, los plazos y las causas de cancelación de los asientos o anulación de las hojas registrales.

Asimismo, la Ley prevé actuaciones de fomento para evitar la existencia de viviendas deshabitadas. 

La D. A. 4ª de la ley recoge la declaración del interés social a efectos de expropiación forzosa de la cobertura de necesidad de vivienda de personas en especiales circunstancias de emergencia social.

Finalmente, la ley adapta el régimen sancionador a las novedades introducidas sobre viviendas deshabitadas. Incide en las inspecciones en materia de vivienda y a tal fin dispone que el ICV programará aquellas mediante un Plan de inspección. Añade nuevas infracciones leves, graves o muy graves, relacionadas con los incumplimientos del deber de conservación y rehabilitación, el destino de la vivienda protegida a usos distintos al habitacional, etc…En materia de sujetos responsables, diferencia los casos de responsabilidad solidaria de aquellos en los que la responsabilidad es subsidiaria.

Otra novedad la constituye la creación del Registro de viviendas protegidas en un nuevo Título X, como instrumento básico para el control y seguimiento del cumplimiento de la obligación de ocupación de las viviendas protegidas. Acceden a este registro las resoluciones de cualquier administración pública canaria o entidad pública empresarial canaria que determinen la calificación de una vivienda como vivienda protegida de promoción pública o de promoción privada, así como las que determinen su primera y sucesivas ocupaciones y la transmisión de su titularidad, debiendo ser notificadas por aquellas al mismo en el plazo de un mes o inscritas de oficio en el mismo plazo en el supuesto de las viviendas titularidad del Gobierno de Canarias.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes Balears. (BOIB núm. 88, de 28 de junio).

Aunque esta ley tiene por objeto la regulación del transporte público de viajeros y la ordenación de la movilidad, contiene varias disposiciones que guardan relación con el urbanismo y la ordenación del territorio.

En concreto, la D. A. 7ª regula el régimen de uso provisional de edificios e instalaciones afectos al dominio ferroviario ubicados en suelo rústico. Posibilita a la administración competente en la gestión del servicio ferroviario para autorizar los usos docentes, educativos, científicos, culturales, de ocio, recreativos o deportivos, con carácter provisional, en los edificios o las instalaciones que formen parte del dominio ferroviario ubicados en cualquier categoría de suelo rústico, siempre que no se haya llevado a cabo de forma efectiva ninguno de los usos propios ferroviarios que motivaron su construcción. Estos usos cesarán cuando fuera necesario destinar los edificios o las instalaciones a sus usos originarios. 

La autorización de estos usos requiere el cumplimiento de varias condiciones:

a) Que el uso provisional sea promovido por alguna administración pública o por cualquiera de sus entidades instrumentales dependientes.

b) Que se justifique su necesidad y oportunidad, así como su carácter no permanente, dadas sus características técnicas o su temporalidad.

c) Que el ayuntamiento afectado emita un informe previo con relación a sus competencias municipales que puedan resultar afectadas.

Cuando el órgano de la administración ferroviaria acuerde la orden de cese de los usos provisionales autorizados, el órgano o la entidad administrativa que los lleve a cabo tendrá la obligación de cesarlos inmediatamente y de reponer el edificio o la instalación al estado anterior o original a la ejecución de dichos usos, sin derecho a percibir ningún tipo de indemnización. 

Además, las DD. FF. 1ª y 2ª de esta ley modifican la Ley 6/1999, de 3 de abril, de las directrices de ordenación territorial de las Illes Balears y de medidas tributarias para introducir la regulación del Plan director sectorial de movilidad de las Illes Balears, que constituye el marco orientador para la ordenación de la movilidad y de los servicios y las infraestructuras del transporte, de acuerdo con los principios y los objetivos de movilidad establecidos en la Ley de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes Balears y demás normativa sectorial vigente, y cuyas determinaciones deben ser respetadas por los restantes instrumentos de planificación, evaluación y mejora de la movilidad, siendo vinculante para los consejos insulares, las entidades locales, los organismos públicos y demás organismos dependientes del Gobierno de las Illes Balears o de otras administraciones públicas.

- Ley 10/2014, de 1 de octubre, de ordenación minera de las Illes Balears. (BOIB núm. 138, de 9 de octubre).

De esta ley sólo merece mención la D.A.2ª, que regula la legalización de las edificaciones, construcciones e instalaciones vinculadas a la fabricación de cerámicas para la construcción, según la cual las edificaciones, construcciones e instalaciones vinculadas a la fabricación de cerámicas para la construcción, ubicadas en suelo rústico y existentes a la entrada en vigor de esta ley, se considerarán ajustadas a la legalidad y asimiladas a las realizadas con licencia, independientemente de la categoría de suelo en que se ubiquen, siempre que dentro del plazo de tres años a contar desde la entrada en vigor de esta ley presenten una solicitud de legalización ante el ayuntamiento correspondiente, junto con la siguiente documentación:

a) La documentación gráfica y escrita referida a las edificaciones o instalaciones que se quieren legalizar.

b) La documentación que acredite la existencia de las edificaciones e instalaciones con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 8/1988, de 1 de junio, de edificios e instalaciones fuera de ordenación, con independencia que estas hayan sido objeto de reformas o ampliaciones posteriores.

c) Una declaración responsable firmada por el titular de la actividad donde se declare el cumplimiento de la normativa sectorial que resulte de aplicación.

P) COMUNIDAD DE MADRID

- Decreto 79/2014, de 10 de julio, por el que se regulan los apartamentos turísticos y las viviendas de uso turístico de la Comunidad de Madrid. (BOCM núm. 180, de 31 de julio).

En lo que afecta al urbanismo y la vivienda, objeto del presente informe, merece destacar que existe la obligación de que tanto los apartamentos turísticos como las viviendas de uso turístico cumplan las normas sectoriales aplicables a la materia, con especial mención a las normas de seguridad, urbanismo, accesibilidad, sanidad y medio ambiente.

El decreto faculta a la Dirección General competente en materia de turismo a dispensar a un establecimiento determinado, motivada y ponderadamente, de algunos de los requisitos mínimos, cuando lo aconsejen las características especiales, el número, calidad o demás circunstancias de las condiciones ofrecidas, fundada en criterios técnicos. Se consideran a estos efectos los edificios especialmente protegidos por sus valores arquitectónicos, históricos o artísticos.

Los apartamentos turísticos situados parcialmente en un edificio deberán tener accesos y escaleras de uso exclusivo. Las viviendas de uso turístico no podrán destinarse a residencia permanente ni pueden alegarse como domicilio para impedir la acción de la inspección competente.

Q) CASTILLA Y LEÓN

- Ley 5/2014, de 11 de septiembre, de medidas para la reforma de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. (BOCyL núm. 181, de 19 de septiembre).

Entre otras medidas, esta Ley deja sin contenido el Capítulo I del Título VII de la Ley 9/2010, de 30 de agosto, del Derecho a la Vivienda de la C. A. de Castilla y León, que regulaba el Consejo de Vivienda de Castilla y León.

También modifica la Ley 3/1998, de 24 de junio, de accesibilidad y supresión de barreras, también en lo que se refiere a los órganos colegiados asesores en esta materia.

- Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo. (BOCyL núm. 181, de 19 de septiembre).

El objeto de la ley no es otro que el de modificar el marco normativo de la comunidad autónoma a fin de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos y garantizar la efectividad de su derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, y a tal efecto regula las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana y los instrumentos necesarios para ejecutarlas y el establecimiento de medidas sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación administrativa en materia de urbanismo.

El Título I incluye puntuales modificaciones en la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León, para asegurar la ejecución de actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas.

La modificación de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de urbanismo de Castilla y León, regulada en el Título II de la ley, tiene un mayor calado.

En primer lugar, amplía los objetivos de la actividad urbanística pública cuando añade el impulso de la rehabilitación edificatoria, así como la regeneración y la renovación urbanas, de forma preferente en los espacios vulnerables. Este objetivo se desarrolla posteriormente con la introducción de un nuevo Título VIII en la Ley de Urbanismo para regular las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, en la línea de la Ley de Suelo estatal, modificada por la Ley 8/2013. 

Las actuaciones de rehabilitación son actuaciones aisladas en suelo urbano consolidado que tienen por objeto la rehabilitación de edificios, incluidas sus instalaciones y sus espacios privativos vinculados, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad, accesibilidad y habitabilidad.

Las actuaciones de regeneración urbana tendrán por objeto la rehabilitación de edificios, en los mismos términos que las actuaciones de rehabilitación, junto con la mejora de la calidad, accesibilidad y sostenibilidad del medio urbano, incluidos los espacios libres, servicios urbanos e infraestructuras, cuando existan situaciones de obsolescencia o vulnerabilidad de áreas urbanas, o situaciones graves de pobreza energética. Pueden aplicarse tanto en suelo urbano consolidado como no consolidado. En este último caso, están exentas del cumplimiento de las obligaciones sobre sistemas generales y conexión del sector con los mismos. Según sea la clase de suelo a la que afecten, tendrán la consideración de actuaciones integradas o aisladas, respectivamente.

Las actuaciones de renovación urbana tendrán por objeto la rehabilitación de los edificios y la mejora del medio urbano, en los mismos términos que las anteriores, junto con la renovación y mejora de los equipamientos y demás dotaciones urbanísticas, cuando existan situaciones de obsolescencia o vulnerabilidad de barrios o conjuntos urbanos homogéneos, o converjan circunstancias singulares de deterioro físico y ambiental que hagan necesarias acciones de demolición, sustitución o realojo de residentes. Les es de aplicación el régimen del suelo urbano no consolidado, si bien no cumplen las obligaciones relativas a los sistemas generales y a la conexión del sector con los mismos; y a efectos de gestión, se trata de actuaciones integradas.

El ámbito de todas estas actuaciones puede ser discontinuo, incluir intervenciones justificadas de demolición, renovación integral o sustitución de viviendas o de edificios completos, siempre que no afecten a más del 50 % de las viviendas o los edificios existentes, o de la edificabilidad total del ámbito.

Están obligados a participar en las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana, hasta el límite del deber legal de conservación, los propietarios de terrenos, construcciones, edificios y fincas urbanas incluidas en el ámbito de la actuación, los titulares de derechos de uso otorgados por los propietarios, en la proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación; las comunidades de propietarios, las agrupaciones de comunidades de propietarios y las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes de la construcción y las administraciones públicas, cuando la actuación afecte a elementos propios de la urbanización y no exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando éstas financien parte de la operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución subsidiaria a costa de los obligados.

Estas actuaciones se planificarán mediante el instrumento de planeamiento general o mediante un plan especial de reforma interior, dando prioridad a las actuaciones de rehabilitación frente a las de sustitución, y dentro de las primeras aquellas que permitan el mantenimiento de la población residente y abordando los objetivos que establece la ley, tales como eficiencia energética, supresión de barreras arquitectónicas, accesibilidad, recuperación de valores urbanísticos, etc…, en función de las características de los respectivos ámbitos.

La ley incluye nuevas determinaciones de gestión de las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana.

Esta novedosa incorporación lleva aparejada también otras modificaciones conexas, tales como:

En cuanto al régimen de suelo, además de permitir la sustitución económica en metálico o por entrega de edificabilidad en un complejo inmobiliario, en caso de actuaciones de regeneración y renovación urbana, en caso de que el planeamiento justifique la inviabilidad de las reservas, también modifica los porcentajes de cesión del aprovechamiento a la administración actuante en los términos siguientes: 

· En suelo urbano consolidado si se incrementa el aprovechamiento materializable por los propietarios en caso de una revisión o modificación del planeamiento, que será el aprovechamiento original más el 95% del incremento en actuaciones de regeneración o renovación urbanas. En otro caso, el aprovechamiento original más el 90% del incremento.

· En suelo urbano no consolidado, el aprovechamiento materializable será el resultante de aplicar a la superficie bruta del sector el 100% del aprovechamiento medio del sector en municipios con población inferior a 20.000 habitantes sin PGOU y en sectores incluidos en ámbitos declarados BIC. En caso de actuaciones de regeneración o renovación urbana, el 95% y en los demás sectores, el 90%.

· En suelo urbanizable, el aprovechamiento que resulte de aplicar a la superficie bruta de las parcelas el 85 % del aprovechamiento medio del sector.

En lo relativo al planeamiento urbanístico introduce modificaciones en la regulación del Plan General y del Plan Especial de Reforma Interior. Permite que en los ámbitos de regeneración y renovación urbanas se superen los límites de densidad y número de viviendas previstos en la ley hasta un 50%.

Faculta la reducción hasta un 50% las reservas de terrenos para sistemas locales de espacios libres públicos y equipamientos públicos en actuaciones de regeneración o renovación urbana, todos ellos de titularidad y uso público.

Los Planes Especiales de Reforma Interior que tengan por objeto la ejecución de operaciones de reforma interior para la regeneración o renovación urbana, la mejora de las condiciones ambientales o de habitabilidad, la rehabilitación, la obtención de dotaciones urbanísticas u otros fines análogos. Con tal fin pueden aplicarse en cualquier clase de suelo. Podrán efectuar cambios de clasificación y calificación de suelo que sean necesarios para la ejecución de sus fines y excluir el criterio de mantenimiento de la trama urbana, las alineaciones y las rasantes existentes, salvo en los bienes de interés cultural y sus entornos de protección.

En el caso de modificaciones de planeamiento que sustituyan los espacios libres públicos o equipamientos públicos, existentes o previstos en el planeamiento, o que aumenten el volumen edificable o la densidad de población, o que cambien el uso del suelo, en el caso de la ejecución de operaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana, se exceptúa de sustituirlos por otros de superficie y funcionalidad similar, en el primer caso, o de incrementarlos proporcionalmente en el segundo.

También introduce modificaciones en la gestión urbanística y en la intervención en el uso del suelo y en el mercado del suelo.

Añade medidas sobre sostenibilidad y protección del medio ambiente, movilidad sostenible, eficiencia energética y energías renovables, accesibilidad, así como sobre consideración de los riesgos a tener en cuenta en la planificación urbanística.

Amplía usos en suelo rústico y distingue que actos de intervención requieren licencia urbanística y cuáles necesitan únicamente declaración responsable

Igualmente, la Ley 7/2014 incluye modificaciones  de la Ley 9/2010, de 30 de agosto, del derecho a la vivienda de la Comunidad de Castilla y León, y de la Ley 10/2013, de 16 de diciembre, de Medidas Urgentes en materia de Vivienda, para posibilitar la calificación como vivienda de protección pública en el medio rural a las que promuevan para su propio uso con superficie útil entre 70 y 120 m2, situadas en determinados municipios que se establecerán por orden de la consejería competente en materia de vivienda.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En lo relativo a la jurisprudencia, he intentado introducir situaciones prácticas variadas que sirvan para al aplicador del derecho. 

Recojo una sentencia del TC que anula un artículo de la ley vasca de urbanismo por cuanto se excede de lo dispuesto en la legislación básica al obligar a los propietarios de suelo urbano no consolidado a costear la urbanización de los terrenos de sistemas generales exteriores o adscritos al ámbito.

Incluyo sentencias de los TSJ autonómicos relativas a temas diversos como la localización en el planeamiento general de los centros de culto, la anulación del planeamiento por su redacción con el exclusivo objeto de legalizar unas viviendas situadas en zona verde, o la anulación de una modificación de reparcelación porque alteraba las superficies de equipamientos y viarios sin previa modificación del plan parcial.

Finalmente, añade una sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Zaragoza que estudia el tema, siempre espinoso, de la distribución de competencias entre arquitectos y aparejadores en materia de legalización de obras.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 94/2014, de 12 de junio, que resuelve una cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ del País Vasco en relación con varios preceptos de la Ley del Parlamento Vasco 2/2006, de suelo y urbanismo. (BOE núm. 162, de 4 de julio).

El objeto de la cuestión de inconstitucionalidad afecta exclusivamente a los artículos 53.1.f) y 138.2 de la Ley del Parlamento Vasco 2/2006, de suelo y urbanismo, por entender que había posible vulneración del artículo 14.2 de la Ley 6/1998 sobre régimen del suelo y valoraciones; en concreto, porque este artículo no impone a los propietarios de suelo urbano no consolidado costear la urbanización de los sistemas generales incluidos o adscritos, tal como sí hacen los preceptos cuestionados. 

El Alto Tribunal en primer lugar analiza si el artículo 14.2 de la Ley del suelo y valoraciones fue dictado en el ejercicio legítimo de una competencia estatal para concluir si es o legislación básica. Para ello analiza la diferencia introducida por la ley estatal entre suelo urbano consolidado y no consolidado por la urbanización. Reconoce que es el artículo 14.2 el que extendió a los suelos urbanos no consolidados la posibilidad de obtener por cesión gratuita y obligatoria, los suelos de sistema general no necesarios para satisfacer las necesidades del ámbito, limitándolo a los que queden comprendidos dentro del ámbito de SUNC delimitado por el planeamiento. No contempla la posibilidad de adscribir suelos de sistemas general exteriores al ámbito, como sí lo previó para los suelos urbanizables (art. 18 Ley 6/98). Con todo de este cambio legislativo, lo cierto es que la Ley 6/98 no obliga a costear la urbanización de esos suelos de sistemas generales incluidos. La obligación de urbanizar (ex. Art. 14.2.e) solamente alcanza a la urbanización interior del ámbito en lo que resulte necesario para dotar de los servicios urbanos al ámbito.

Sentada la cuestión, el TC entra a analizar cada uno de los artículos cuestionados. Sobre el artículo 53.1.f) 
 considera que, al tratarse de las determinaciones propias de los planes urbanísticos, en concreto, las determinaciones estructurantes, la ley vasca procede a legislar en el ejercicio de su competencia exclusiva en urbanismo, puesto que las finalidades del precepto pueden ser varias:

1. Los sistemas generales deben estar contemplados en un instrumento de planeamiento general.

2. También reserva al planeamiento general la inclusión o adscripción de sistema generales a ámbitos de suelo a efectos de su obtención por el municipio.

3. También reserva al planeamiento general la atribución a los ámbitos de los costes de urbanización de los sistemas generales, aunque  la atribución de los costes de urbanización de los sistemas generales venga limitada a los casos que resulten funcionalmente necesarios para e desarrollo de uno o varios ámbitos de ordenación concretos.

En tanto que el artículo 53.1.f) de la ley vasca de urbanismo se limita a establecer el contenido de las determinaciones estructurantes del planeamiento urbanístico, sin realizar mención alguna a la clasificación del suelo de los ámbitos de ejecución a los que pueden adscribirse  o incluirse los sistemas generales, no afecta a las condiciones básicas de la propiedad del suelo urbano no consolidado y, por ende, no declara su inconstitucionalidad.

El artículo 138.2
 de la ley vasca permite imponer, tanto a los ámbitos de suelo urbanizable como a los ámbitos de suelo urbano no consolidado en los que se proceda a una ejecución sistemática de planeamiento, la obligación de cesión de suelos de sistema general incluidos o adscritos, a efectos de su obtención, y el coste de su urbanización. De tal manera, aprobado el programa de actuación urbanística, los propietarios de suelo urbano no consolidado, al igual que los propietarios de suelo urbanizable, están obligados a ceder el suelo de sistema general y a financiar su urbanización. Por lo que la redacción del artículo 138.2 de la ley autonómica sí incide en los deberes establecidos por el artículo 14 de la ley estatal que operan como límites que deben respetar las CC.AA. en todo caso.

Por lo tanto, la consecuencia que deriva del artículo 14 de la Ley 6/1998 es que no puede  adscribirse al suelo urbano no consolidado sistemas generales para el servicio de todo el municipio y, además, los deberes de urbanización se limitan al interior del ámbito y la urbanización interior del ámbito no incluye ni el deber de costear las infraestructuras de conexión con los sistemas exteriores, y muchos menos costear la urbanización de los sistemas generales externos. Por lo cual, el TC considera que el artículo 138.2 de la ley vasca es contrario al artículo 14.2 de la Ley 6/1998, ya que no distingue entre actuaciones integradas en suelo urbanizable y suelo urbano no consolidado, a la hora de soportar el coste de urbanización de los sistemas generales adscritos.

Cuestión distinta es la de los sistemas generales incluidos en el ámbito. A este respecto, el TC efectúa una interpretación sistemática de ambos artículos cuestionados y llega a la conclusión de que la obligación de costear los sistemas generales no afecta a cualesquiera sistemas generales incluidos, sino que se limita a aquellos que “resulten funcionalmente necesarios para el desarrollo de uno o varios ámbitos de ordenación concreta”, como expresa el art. 53.

Así las cosas, la sentencia estima parcialmente la cuestión de inconstitucionalidad y declara inconstitucional y nulo el inciso “o adscripción” del art. 138.2 de la Ley de suelo y urbanismo del País Vasco y la constitucionalidad del resto del artículo 138.2 siempre que se interprete conforme a lo dispuesto en el fundamento jurídico 6. Desestima la cuestión de inconstitucionalidad en lo que al resto se refiere.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

A) PAÍS VASCO

- Sentencia nº 365/2014, de 27 de junio, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJPV, que desestima un recurso contencioso administrativo nº 745/2013, interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva de la modificación del PGOU de Bilbao. (La Ley 75598/2014)
Es objeto del recurso se circunscribía a la modificación que consistió en introducir en sus normas urbanísticas dos nuevos artículos referentes a la implantación de centros de culto
 y, concretamente, porque los artículos definen lo que son centros de culto y las condiciones de establecimiento, excluyendo su posible implantación en los locales y edificios que tengan por uso principal el residencial o bien el uso de equipamiento destinado a residencias comunitarias; medida ésta que supone una restricción de las posibilidades implantación de más del 50% de los edificios de Bilbao y de un 88% de los edificios respecto de la situación preexistente, vulnerando la reserva de ley orgánica e incide en el derecho a la libertad religiosa, porque la medida limita de hecho el establecimiento de los lugares de culto.

La oposición del Ayuntamiento de Bilbao al recurso se centraba en la competencia municipal en materia urbanística para la ordenación de la redes de sistemas locales, que incluye los equipamientos religiosos, justificada la ordenación propuesta en la problemática social en torno a la apertura de nuevos centros religiosos en las plantas bajas de los edificios residenciales, a causa de las grandes concentraciones de fieles y las molestias que generan a los residentes, sin que pueda afirmarse que las limitaciones impuestas condenen a los centros de culto al extrarradio de la ciudad, ya que no hay vestigio de una carencia de suelo potencialmente apto para la implantación de la actividad de culto religioso. 

El TSJPV desestima el recurso porque éste se articuló exclusivamente sobre la base de que dicha ordenación incide en el derecho a la libertad religiosa garantizado por el art. 16 CE, en la medida en que el art.2.2 de la LO 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, establece que el derecho a la libertad religiosa comprende el derecho a establecer lugares de culto o de reunión con fines religiosos, se denuncia la infracción del principio de reserva de ley establecida por el art. 53 CE. 

La Sala reconoce que la ordenación establecida por el PGOU no incide en el derecho a la libertad religiosa, puesto que el Ayuntamiento se limita a regular la implantación de nuevos equipamientos religiosos excluyendo su ubicación en edificios de uso residencial, con fundamento en las molestias que pueden ocasionar a los residentes las concentraciones de feligreses, sin entrar a regular ni el contenido esencial ni aspectos accesorios del derecho a la libertad religiosa.

Reconoce el TSJ que la potestad de ordenación urbanística que el Ayuntamiento tiene legalmente atribuida, siempre subordinada al interés público, vincula el suelo a determinados destinos a través del planeamiento e incluye el establecimiento de una red de sistemas generales y de sistemas locales que incluya los equipamientos privados dedicados a usos religiosos. Además, el establecimiento de esa ordenación resulta necesario para una convivencia ordenada y resulta obligado para el planificador por razones de interés general. Pero el propio tribunal reconoce que “cosa muy distinta es que la concreta ordenación resulte lesiva de tales derechos por ser desproporcionadamente restrictiva o por tener un efecto equivalente a una auténtica limitación del ejercicio del derecho fundamental. El planeamiento ha de posibilitar el ejercicio del derecho a la libertad religiosa en términos razonables y no discriminatorios, de acuerdo con las necesidades que se pongan de manifiesto por las entidades religiosas”; desproporción que en el presente caso no ha sido probada.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Sentencia nº 542/2014, de 10 de junio, de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, que estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo 167/2011 y anula la aprobación definitiva de la modificación puntual de una Normas Subsidiarias de planeamiento. (La Ley 132975/2014)

La modificación consistía en la agrupación de dos zonas verdes de la red secundaría, con otra zona verde de la red secundaria de la U.E. número 3 de Benfis Park con la intención de subsanar lo antes posible la situación de unas viviendas construidas con licencia municipal en zonas verdes, esto es, una modificación del planeamiento para legalizar actuaciones urbanísticas irregulares amparadas en una licencia. 

El TSJ admite que no puede ampararse la demanda en el interés general de la modificación del planeamiento, “siendo obvio y evidente y deduciéndose de las propias actuaciones de la administración municipal que la finalidad perseguida fue dar cobertura urbanística a la edificación de viviendas con licencia de obras construidas en zona verde, vulnerando las NNSS existentes y que se modificaron por ello, tanto para el interés particular del promotor que edificó las viviendas como para "legalizar" una licencia de obras concedida por el Ayuntamiento contraviniendo las NNSS”. La sentencia reconoce que el argumento del interés general solo hubiera sido creíble, si no se hubiera edificado en zona verde y se hubiera convenido un "traslado de estas zonas verdes" para dedicar el espacio ocupado por ellas a otros fines dotacionales, por ejemplo. El resto de los argumentos vertidos por la Administración para justificar la modificación “… no añaden nada nuevo al verdadero motivo de la modificación, que como ya hemos dicho no es otro que la necesidad de regularizar la situación jurídica de viviendas ilegales”.

Añade el TSJ que la modificación del planeamiento no solo no responde al interés general, sino al interés particular legalizar unas edificaciones ilegales; motivación ésta que excede de los límites de la potestad discrecional de planeamiento e incurre en fraude de ley, porque utiliza el artículo 94 de al LUV sobre modificación de los planes para conseguir un fin no permitido por ley, “que solo beneficia al constructor de las viviendas y en todo caso a sus propietarios, es decir a intereses particulares, no siendo proporcional, coherente, ni racional ya que el único fin era legalizar las edificaciones ilegales existentes en las zonas verdes, cuando además constaba que la licencia concedida para su construcción había sido impugnada ante la jurisdicción contenciosa, tratando como ha dicho el TS en numerosa jurisprudencia de aprovechar la modificación para justificar a posteriori una actuación ilegal”.

J) ARAGÓN

- Sentencia 395/2014 de 9 Julio, de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Aragón, que estima en parte el recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento de Cariñena contra un sentencia del JCA número 2 de Zaragoza, cuyo objeto de recurso fue la aprobación definitiva del Proyecto de Modificación de Reparcelación y Proyecto de Urbanización de la Unidad de Actuación 1 del Sector 3, de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Cariñena. (La Ley 108563/2014)

El RCA se interpuso contra el acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento de Cariñena en sesión de 13 de julio de 2009, de aprobación definitiva del Proyecto de Modificación de Reparcelación y Proyecto de Urbanización de la Unidad de Actuación 1 del Sector 3, de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de Cariñena, que fue ampliado después al acuerdo de aprobación de la derrama 1/2009 y el requerimiento de su ingreso a los propietarios. 

La sentencia recurrida rechazó la nulidad de las Normas Subsidiarias y del Plan Parcial del Sector 3 porque devinieron firmes. Reconoció que es al Plan Parcial al que correspondía la fijación de superficies de equipamiento y espacios libres, así como los trazados y alineaciones de la red de comunicaciones, y que, en el caso objeto de examen, el Proyecto de Reparcelación modificó las superficies destinadas a equipamientos, a espacios libres y a viales, razón por la cual anula el acuerdo de aprobación de la modificación de la reparcelación, que debió llevarse a cabo previa modificación del plan parcial. También considera que sería conveniente estudiar una posible modificación de las Normas Subsidiarias y del Plan Parcial, para el cambio de clasificación de los terrenos existentes entre el Sector y la carretera de Aguarón, sin perjuicio de tratarse de una facultad discrecional del municipio.

En definitiva, la sentencia anula los acuerdos impugnados, reconoce que los metros de superficie de la parcela original incluidos en la reparcelación son 11.799,689 m2, declarar el derecho de los recurrentes a ser indemnizados en caso de que el vial 1 no se incluya en la Unidad de Ejecución 1 del Sector 3 conforme a la normativa vigente en 2002, requiere al Ayuntamiento el desalojo de la parte ocupada de la finca de los actores no incluida en el ámbito de la reparcelación; y desestima la solicitud de indemnización por la citada ocupación.

El recurso de apelación solamente se interpone por el Ayuntamiento de Cariñena. 

El TSJA realiza varias consideraciones a las alegaciones municipales:

1. Que la delimitación del ámbito del Sector resulte firme e inatacable en lo relativo a la no inclusión de los terrenos de los viales de servicio no significa que la falta de inclusión, y la obligación de su obtención y urbanización por los propietarios del Sector, fuera acorde a Derecho, ni que fuera correcta la definición de tales viales por el Plan Parcial. El Juzgado, reconoce el TSJA, apunta la conveniencia de efectuar un estudio sobre la procedencia de modificar la clasificación de dichos terrenos y su inclusión en el Sector, si bien reconociendo que es una decisión que corresponde tomar al Ayuntamiento, y a la que no vendría obligado por dicha firmeza.

2. Respecto a la superficie de las parcelas, el objeto de la reparcelación era propiamente adaptar al ámbito de la Unidad, atendiendo a la realidad física y jurídica de las parcelas incluidas en aquel. La modificación tenía por objeto, también, actualizar la cuenta de liquidación provisional del Proyecto de Reparcelación conforme al Proyecto de Urbanización (actualizado).

3. Reconoce que un instrumento de gestión no es la vía apropiada para la modificación de reservas de superficies destinadas a usos dotacionales establecidas en el Plan Parcial ni, en modo alguno, puede aceptarse es que con ocasión de una pretendida adaptación de las superficies de las fincas incluidas en el ámbito del Sector a la realidad física, se realicen las alteraciones que, en lo que respecta a superficies de equipamientos, espacios libres y viales se han producido y que no cabe calificar de meras adaptaciones o ajustes de las parcelas a la realidad física.

La necesidad de incrementar la superficie para dar respuesta a un fin de interés público municipal, cual es la de construir una residencia de ancianos, no significa que pueda efectuarse sin seguir el procedimiento legalmente establecido, sigan o no cumpliéndose los módulos de reserva. Esto permite el incremento de la superficie de equipamiento y correlativa disminución de la de espacios libres, pero no legitima para que se realice a través de la modificación de un instrumento de gestión, cuando corresponde hacerlo por medio de un instrumento de planeamiento.

4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Destaco la Sentencia nº 156/2014, de 5 de septiembre, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Zaragoza, porque al estimar el recurso contencioso administrativo nº 260/2013, interpuesto por el Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Zaragoza, analiza el espinoso tema de delimitación de competencias técnicas entre arquitectos y aparejadores a la hora de proyectar determinadas obras, y acota los conceptos jurídicos indeterminados que recoge la legislación para diferenciar las facultades de unos y otros profesionales. Esta sentencia da nuevas pautas a los aplicadores del derecho a diferenciar cuando estamos ante una alteración de la configuración arquitectónica de un edificio y,, sensu contrario, cuando determinadas obras que afectan a la estructura suponen intervención total en un edificio.

El supuesto de hecho se centra en la ejecución de unas obras sin licencia y la posterior presentación de proyecto técnico de legalización de las mismas, realizado por aparejador. En realidad, las primeras obras realizadas en la vivienda estaban amparadas por una licencia de obras menores, si bien en la ejecución de aquéllas fue detectada la existencia de termitas en los forjados de la planta primera, que obligaron a una ejecución de obras de urgencia, que son objeto de la solicitud de legalización que se desestima.

En el curso del procedimiento, el informe técnico considera que las obras objeto de legalización suponen “una intervención total en un edificio de uso residencial situado en un conjunto urbano de interés, según el vigente PGOU, por lo que dispone de protección en el ámbito del Patrimonio cultural a nivel asimilable a protección ambiental, todo ello en aplicación de los arts. 2 y 10 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación”. 

El informe jurídico, analizando la legislación aplicable, estudia las conclusiones a las que ha llegado la jurisprudencia del Tribunal Supremo en cuanto a la interpretación del concepto jurídico indeterminado de “alteración de la configuración arquitectónica del edificio” y dice textualmente que “no se altera la configuración arquitectónica de un edificio por simples desfiguraciones del mismo, sino únicamente cuando por la entidad de los cambios a operar el edificio fuese a resultar sustancialmente distinto en cuanto a su composición a como inicialmente hubiese sido concebido y construido”, añadiendo ejemplos concretos. Reconociendo la dificultad de discernir en determinados supuestos, considera que desde la entrada en vigor de la LOE esta dificultad ha sido aclarada porque por tal alteración hay que entender la intervención total en un edificio o la parcial que produzca variación esencial de la composición general exterior, la volumetría o el conjunto del sistema estructural, o tenga por objeto cambiar los usos característicos del edificio. De manera que concluye que, al quedar afectado el conjunto del sistema estructural, el técnico redactor del proyecto no es competente para su redacción.

En el trámite de alegaciones el COAATZ cuestiona que las obras supongan una intervención total en el edificio, sino de la legalización de unas obras de reforma, caracterizadas por la sustitución del forjado demolido y afectado por las termitas, para evitar el colapso de la estructura. La retirada del forjado en mal estado conllevó la construcción de una nueva escalera de hormigón y un nuevo distribuidor, empotrando las vigas metálicas en los muros de carga existentes. También cuestiona que se trate de obras que afecten al conjunto del sistema estructural, porque una cosa es la alteración de la configuración arquitectónica de un edificio y otra muy distinta la afección de la estructura. Las alegaciones no se tienen en cuenta y se deniega la solicitud de legalización de las obras por exceso de la competencia del técnico redactor del proyecto.

En el recurso contencioso interpuesto se adjunta informe pericial redactado por arquitecto que concluye que las obras nunca podrían considerarse como intervención “total” o “integral” puesto que apenas afectan al 20% del conjunto del edificio y que la reforma carece de intervención en capítulos tan fundamentales como cimentación y saneamiento. Respecto a la estructura considera que la intervención es muy concreta, afectando a unos 23 m2 de forjado frente a los casi 126 m2 restantes. Indica que la superficie de actuación se limita a unos 11,5 % de la superficie horizontal total. Añade que la configuración arquitectónica del edificio no se altera por cuanto no tiene el carácter de intervención total y no se produce ninguna variación en la composición general exterior, la volumetría, el conjunto del sistema estructural ni se cambian los usos característicos del edificio.

El Juzgado considera que el informe pericial de parte aporta justificación técnica y supone un elemento probatorio suficiente para entender que no se ha producido una alteración de la configuración arquitectónica del edificio. En atención a ese informe se estima el recurso, se anula el acuerdo de denegación de la solicitud de legalización y reconoce, como situaciones jurídicas individualizadas, la consideración del aparejador redactor del proyecto como técnico competente, la no necesidad de presentar otro proyecto redactado por arquitecto y el derecho a la obtención de la licencia de legalización de las obras.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC, por providencia de 6 de mayo de 2014, ha admitido a trámite el Recurso de inconstitucionalidad nº 1976/2014, promovido por el Gobierno de la Comunidad de Madrid contra los artículos 9.1; 10.1, 2, 3 y 4; 12; 13.2 y 3; 15.1 y 3; 16; disposición transitoria segunda y disposición final duodécima de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, en cuanto modifican los artículos 2; 6.3 y 5; 8.3.a) y c): 9.2, 3, 8 y 9; 10.1.b); 12.3; 14.1, 2 y 3; 15.4; 16.1.b) y c); 17.3, 4 y 6 y 39.1 del texto refundido de la Ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. (BOE núm. 116, de 13 de mayo).

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 6 de mayo de 2014, ha admitido a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 1591/2014, planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Castilla-La Mancha, en relación con los artículos 22.1.a) de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo y 23.1.a) y 2 del texto refundido de la Ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008. (BOE núm. 116, de 13 de mayo).

- Proyectos normativos.

- Proyecto de Ley de Prevención y Protección Ambiental de Aragón (BOCA núm. 250, de 18 de julio).

Las novedades más destacables del proyecto de ley, a parte de adaptarse a la legislación estatal básica en materia de evaluación de impacto ambiental, distinguiendo entre la estratégica ordinaria y estratégica simplificada, se centran en la adecuación de los medios de intervención.

Al igual que la legislación actualmente vigente, distingue los casos en los que es necesaria la tramitación de autorización ambiental integrada, que precederá a la construcción, montaje o traslado de las instalaciones, y que requiere un informe urbanístico municipal acreditativo de la compatibilidad del proyecto con el planeamiento urbanístico, que es independiente de la licencia de obras o de cualquier otro medio de intervención exigible por el ayuntamiento y, en consecuencia, no prejuzga la actuación municipal.

Otorgada la autorización ambiental integrada, el titular dispone de un plazo de 5 años para iniciar la actividad, salvo que motivadamente se establezca un plazo distinto. Iniciada la actividad, es obligatoria la realización de una visita de inspección por el departamento competente en materia de medio ambiente.

El titular de la AAI tiene la obligación de comunicar al órgano ambiental que otorgó la autorización, con carácter previo, tanto el cese temporal de la actividad como el cese definitivo. El primer supuesto no suspende la vigencia de la autorización y en el segundo caso, el órgano competente verificará el cumplimiento de las condiciones relativas al cierre.

En lo que a la licencia ambiental de actividades clasificadas se refiere, el proyecto de ley excluye, además de las sujetas a AAI y las actividades no clasificadas, las actividad incluidas en el artículo 2 de la Ley 12/2012.

El proyecto de ley faculta para iniciar la implantación de determinadas actividades sujetas a licencia ambiental mediante declaración responsable, en cuyo caso deberá presentarse a trámite la respectiva licencia ambiental en el plazo de 3 meses. En los supuestos en los que se haya presentado DR para el ejercicio de una actividad clasificada, estarán exentos de tramitar licencia de inicio de actividad, sin perjuicio de que el órgano municipal competente efectúe la comprobación que corresponda. En todo caso, el titular de la actividad tiene la obligación de comunicar al Ayuntamiento el inicio de la actividad.

� La D. A. 3ª de la ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios dice lo siguiente:


“Disposición adicional tercera. Instalaciones de redes públicas de comunicaciones electrónicas.


Las disposiciones contenidas en el Título I de esta Ley se aplicarán a las estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público, a excepción de aquéllas en las que concurran las circunstancias referidas en el artículo 2.2 de esta Ley, ocupen una superficie superior a 300 metros cuadrados, computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la estación o instalación o, tratándose de instalaciones de nueva construcción, tengan impacto en espacios naturales protegidos.


La presente Disposición se entiende sin perjuicio de la aplicación a dichas instalaciones de lo establecido en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones y su normativa de desarrollo”.


A propósito del umbral de 300 m2, éste ha sido sucesivamente modificado. Primero, la D. F. 2ª de la L. 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, modificó el art. 2.1 de la L. 12/12 para ampliar el umbral a 500 m2. Después, la D. F. 3ª de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado, hizo lo propio y estableció ese umbral en una superficie no superior a 750 m2. Pese a estas modificaciones, la D. A. 3ª de la Ley 12/2012 no ha sido modificada en los mismos términos, por lo que cabe discutir si sigue manteniéndose el límite de 300 m2 únicamente para el caso de las estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público o, en su caso, debe interpretarse la D. A. 3ª de forma extensiva.


� La nueva D.A. 8ª de la LOE dice: “Las obras de instalación de infraestructuras de red o estaciones radioeléctricas en edificaciones de dominio privado no requerirán la obtención de licencia de obras o edificación ni otras autorizaciones, si bien, en todo caso el promotor de las mismas habrá de presentar ante la autoridad competente en materia de obras de edificación una declaración responsable donde conste que las obras se llevarán a cabo según un proyecto o una memoria técnica suscritos por técnico competente, según corresponda, justificativa del cumplimiento de los requisitos aplicables del Código Técnico de la Edificación. Una vez ejecutadas y finalizadas las obras de instalación de las infraestructuras de las redes de comunicaciones electrónicas, el promotor deberá presentar ante la autoridad competente una comunicación de la finalización de las obras y de que las mismas se han llevado a cabo según el proyecto técnico o memoria técnica”.


� El proyecto de ley general de telecomunicaciones hablaba de “cualquier acto administrativo”.


� El art. 53.1.f) de la ley vasca, relativo a la ordenación urbanística estructural, dice:


“A los efectos de lo dispuesto en esta ley, la ordenación urbanística estructural comprenderá las determinaciones siguientes:


1. Con carácter general:


…


f) La determinación de la red de sistemas generales que asegure la racionalidad y coherencia del desarrollo urbanístico, garantizando la calidad y funcionalidad de los espacios de uso colectivo, y su adscripción o inclusión, en su caso, en ámbitos de ejecución, a los efectos de su obtención y, en aquellos supuestos en que resulten funcionalmente necesarios para el desarrollo de uno o varios ámbitos de ordenación concretos a los efectos también de su ejecución y asunción del coste”.


� El art. 138.2, sobre actuaciones integradas, dispone:


“…


2. La obtención gratuita del suelo y los derechos necesarios para las dotaciones públicas de las redes de sistemas generales y, en su caso, la financiación de su ejecución se podrán realizar mediante su inclusión o adscripción a actuaciones integradas”.


� Los artículos nuevos son:


Artículo 6.3.23.1.-Centros de culto: Concepto y regla general


1. Se entiende por centro de culto (Uso 3 Equipamiento, situación 4 religioso) el inmueble destinado de forma permanente a la práctica colectiva del culto religioso o a las reuniones formativas o de otro orden relacionadas con el mismo, en los términos y con las condiciones previstas en la legislación vigente.


2. Con independencia de lo previsto en la legislación urbanística vigente sobre reservas de suelo para equipamientos colectivos privados de carácter religioso, se autorizará la instalación de centros de culto en aquellos inmuebles cuyas ubicación y condiciones físicas se consideren urbanísticamente adecuadas para el correcto ejercicio de la actividad colectiva de carácter religioso, en función de los usos preexistentes.


3. Podrán promover la construcción o habilitación de centros de culto todas las confesiones y entidades religiosas inscritas en el Registro público previsto en la ley.


Artículo 6.3.23.2.-Centros de culto: Condiciones


1. En aplicación del artículo anterior, y con preferencia a lo previsto en la regulación general de cada Uso o en las Ordenanzas de cada zona, se permitirá implantar centro de culto, como uso complementario, en locales sitos en los edificios cuyo uso pormenorizado conforme al Plan General sea terciario (Uso 7, todas las situaciones), productivo (Uso 8, todas las situaciones) o equipamental, (Uso 3, todas las situaciones, sean o no lucrativos, salvo la 5, residencia comunitaria), o de servicios urbanos y administrativos (uso 4, en los términos del art. 6.3.27), así como en aquellos otros dedicados de hecho principalmente a cualquiera de dichos cuatro usos, en las condiciones previstas para cada caso en el Título V de aquél.


2. Podrán implantarse asimismo centros de culto ocupando edificios completos, tanto preexistentes como por construir, en los términos previstos en la ordenación pormenorizada que les sea aplicable.


3. A reserva de lo que en su momento establezca la normativa, la densidad de ocupación para calcular el aforo de la zona o zonas del centro dedicadas al culto, se fija en una persona por cada metro cuadrado útil.


4. En todo caso, los centros de culto deberán sujetarse a lo previsto en la normativa sobre protección del medio ambiente, a fin de evitar posibles molestias a terceros, así como en el Código Técnico de la Edificación, en todo lo referente a accesibilidad, protección contra incendios y demás extremos. Habrán de cumplir, asimismo, con las exigencias reglamentarias en materia higiénico-sanitaria.


5. Los centros de culto existentes con anterioridad a la entrada en vigor del presente artículo y que no cumplan con el mismo, quedarán sujetos al régimen de situación tolerada, conforme a lo dispuesto en los artículos 5.4.1 y 5.4.2.


6. Sin perjuicio de lo que en su día establezca la legislación al respecto, la regulación prevista en los apartados anteriores tiene carácter temporal, hasta la aprobación, si se considera oportuna, de la Ordenanza Local correspondiente."
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